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Las Personas Jurídicas han nacido a la vida del Derecho como respuesta a la 
necesidad social existente, así han aparecido innumerables empresas portadoras de 
comercio y satisfacción para las personas, como fondos mutuos, casinos de juegos, 
cajas de compensación, compañía de seguros, etc. 
La siguiente investigación entiende que la Persona Jurídica es todo ente 
abstracto que persigue fines de utilidad colectiva, y al cual, como medio para la 
consecución de éstos, la ley le reconoce capacidad de goce y ejercicio (Alessandri, 
Somarriva, Vodanovic, 2009). 
Existe una vasta discusión sobre la responsabilidad penal de las personas 
jurídicas, a propósito de la gran cantidad de Delitos Económicos realizados por las 
empresas los cuales intentan soslayar resguardándose en el principio tradicionalmente 
llamado “societas delinquere non potest” que significa que las sociedades no pueden 
delinquir. (López, 2008). 
La doctrina chilena se ha basado en diferentes teorías para dar respuestas a 
los conflictos que surgen de lo anterior. La teoría de la ficción, es una de ellas y 
establece que las empresas no tendrían responsabilidad penal. En contraposición se 
encuentra la teoría de la personalidad real, en la cual se centrará la presente 
investigación, estableciendo que las personas jurídicas tienen voluntad propia que es 
distinta a la voluntad de los miembros que la componen, y esa voluntad basta para 
admitir su realidad, siendo penalmente responsables. 
En función de lo anterior surge la necesidad de encontrar explicaciones 
acerca de la posición en la que se encontrarían las empresas supervisadas por la 
unidad de análisis financiero, en cuanto a su responsabilidad penal. Para ello se 
analizarán dichas teorías y se ahondará en el funcionamiento de la unidad de análisis 
financiero chilena junto con la comparación de esta y la realidad en otros países. De 
manera de observar las distintas sanciones que se aplican, si es que existe una 
tendencia a responsabilizar penalmente a la persona jurídica. Además de evaluar si es 








La Unidad de Análisis Financiero (UAF) tiene como rol legal prevenir e 
impedir en Chile el lavado de activos y el financiamiento del terrorismo. Para ello, 
realiza inteligencia financiera, emite normativa, fiscaliza su cumplimiento y difunde 
información de carácter público, con el fin de proteger al país y a su economía de las 
distorsiones que generan ambos delitos. 
Existen 36 sectores económicos fiscalizados dentro de la UAF que cuentan 
con sanciones monetarias respecto de alguna infracción que varían dependiendo de 
su importancia y en tanto afecten a la sociedad. Sin embargo no está sujeta a ser 
penalizada la persona jurídica como tal, ni tampoco a ser punibles directamente, a 
través de esta misma unidad de análisis, las personas naturales que estén implicadas.  
Es por esto que se investigará en profundidad todo lo que respecta a la 
responsabilidad penal de las empresas; se explicará la función de la unidad de análisis 
financiero desglosando todas las instituciones que se fiscalizan, así como también los 
delitos que intentan prevenir. Para finalmente concluir si puede existir sanción de 
tipo penal, entendiendo esto como incorporar, además de la sanción monetaria en los 
casos que se pudiere, la penalización de la persona jurídica junto con la de las 
personas naturales que hayan influido o estado a cargo de ella para la comisión 
delictiva. De manera de agilizar los procesos, tener un sistema más igualitario en la 
consideración de la gravedad de los delitos y a su vez más democrático.  
En esta línea se describirá la manera en que se rige la unidad de análisis 
financiero descifrando la ley 19.913 a la cual se sujeta y se discutirán las sanciones a 
las empresas y a sus miembros viendo como se interpreta su responsabilidad penal en 
la actualidad. 
De esta forma la afirmación en la que se sustenta la presente investigación es 
que “La Unidad de Análisis Financiero (UAF), además de prevenir y fiscalizar a las personas 
jurídicas, debe evaluar la responsabilidad penal de estas, estableciendo condenas tanto a estos entes 
como a las personas naturales vinculadas en el hecho, de modo de evitar esta mala praxis tanto de 









Lo anterior se fundamenta en alarmantes sucesos e innumerables hechos 
ilícitos de los cuales la sociedad contemporánea ha sido testigo, como son por 
ejemplo los casos de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia, la guerra 
contra el narcotráfico en México como en todo el mundo, y Chile no se queda atrás 
con la gran cantidad de casos en que se han visto involucrados dineros injustificados 
a cargo de órganos, en algunas ocasiones gubernamentales, sustentados por fondos 
malversados a través de lo que se conoce como Lavado de Activos (LA). Y es a 
propósito del entendimiento de este fenómeno que se intenta plantear una nueva 
modalidad que pudiera ser más efectiva, controlando y responsabilizando de manera 
directa a los actores involucrados en los hechos. Lo cual a su vez, podría permitir una 
disminución en la incidencia de los casos, convirtiéndose así en una estrategia que 
colabora con la prevención de los ya mencionados ilícitos.  
Si se mira retrospectivamente lo anterior se explicaría considerando que las 
sociedades, desde sus inicios, han estado expuestas a una amplia gama de 
transacciones y acciones, que surgen de la actividad económica, siendo dicha 
economía la fuerza o el motor que moviliza una determinada sociedad y por ende el 
desarrollo de la misma y del mundo entero. Sin embargo, esta fuerza es una especie 
de ying y yang, puesto que si bien es causante de los avances más grande de nuestra 
existencia, es a su vez la fuerza sobre la que se sustentan, en muchas ocasiones, los 
mayores conflictos y/o problemas que enfrentan las sociedades.  
Es por esto el interés y relevancia en esta investigación, ya que somos parte 
de una economía mundial que tiene defectos y deficiencias que necesitan un cambio 
que ayude al fomento de una economía libre de malversaciones e ilegalidades para 
lograr un mejor desarrollo y crecimiento de los países y del mundo en su totalidad. 
Esto podría ser un paso importante a seguir para creer como sociedad, para 
potenciarse como país y pasar, tal vez, a etapas más avanzadas de desarrollo.  
De esta manera lo que se pretende, específicamente en el caso de Chile y de 
su unidad de análisis financiero, es analizar la posibilidad de que la penalidad 
propenda más allá de una multa que dependa de la gravedad de la infracción, 
respondiendo así personas jurídicas como personas naturales en tanto se vean 
implicadas en el delito. Se considera entonces la posibilidad de que además del pago 
de multas, se indague exhaustivamente el cometido para llegar a la o las personas 








vinculados a la empresa que generaron dicha situación delictiva. De esta forma se 
podrían aplicar sanciones considerables que favorezcan la toma de conciencia y 
responsabilidad tanto de manera personal como general. Al expresar que sean 
considerables se hace referencia a una sanción más severa y en la línea penal para la 
persona jurídica y privativa de libertad para las personas naturales involucradas 
siendo todo lo anterior parte de un mismo proceso, expedito y que de pie a una 
mayor celeridad en la resolución de los casos.  
A través de esta discusión se intenta establecer una nueva modalidad de 
responsabilidad penal, que el día de mañana pudiera convertirse en una ley concreta y 
delimitada que establezca un precedente para el actuar ya no sólo de las empresas 
propiamente tal, que incluso en la actualidad no están claras las responsabilidades 
penales que a las distintas personas jurídicas les atañe. Sino también de los 
empresarios, o de las personas naturales directamente involucradas, de manera tal de 
prevenir dichas situaciones y su reiteración, obteniendo con esto una mejor 



















De las personas jurídicas y su responsabilidad 
 
El Código Civil chileno hace alusión a la persona jurídica señalando que “se 
llama persona jurídica una persona ficticia, capaz de ejercer Derechos y contraer 
obligaciones, y de ser representada judicial y extrajudicialmente”.1 “En definitiva el 
sistema chileno es parcial y ha dejado diversas aéreas en una nebulosa conceptual, 
aunque es un paso a obtener responsabilidad de parte de las personas jurídicas”2, sin 
embargo a lo largo del tiempo se ha desarrollado una extensa gama de definiciones 
que vienen a descifrar de mejor manera lo que se entiende por persona jurídica, ya no 
sólo atendiendo a sus atributos, sino abarcando fines, así se señala “que es una 
creación del Derecho para facilitar la función o fines que se quieran alcanzar a través 
de realidades sociales, creadas y desarrolladas por personas físicas”3. Para efectos de 
esta investigación utilizaremos esta última.  
De este modo entonces, se considera la existencia de personas jurídicas de 
Derecho Público y de personas Jurídicas de Derecho Privado, las primeras se 
entienden comprendidas en normas de Derecho Público, “por normas 
constitucionales, legales y jurídicas que se establecen para cumplir fines del Estado 
que pueden ser de interés público o privado y se encuentran principalmente dentro 
del organigrama del Estado”4. Las segundas entran en la categoría de normas regidas 
por el Derecho Privado, así “se refieren a las reguladas por el Código Civil o por 
leyes especiales de carácter privado, y por cierto, con Códigos del mismo orden, 
donde la autonomía privada actúa con autorización de la ley”5, es importante señalar 
que se subdividen en: 
                                                             
 
1República de Chile, Código Civil, Editorial Jurídica de Chile, 2007, pág. 154. 
2 Peña Neira, Sergio, la responsabilidad penal de las empresas en Chile, Editorial Metropolitana, 
Santiago de Chile, 2010, pág. 18. 
3 Precio Vargas, Victorino, manual de Derecho civil, Editorial Jurídica de Chile, Santiago de Chile, 
2004, pág. 54. 
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1.- Persona jurídica con fines de lucro: “la sociedad o compañía es un 
contrato en que dos personas estipulan poner algo en común con la mira de repartir 
entre si los beneficios que de ella provengan”6.  
2.-Persona jurídica sin fines de lucro: se encuentran en esta las corporaciones 
que “están formadas por una pluralidad de personas físicas determinadas que aplican 
los medios materiales destinados al logro de un fin común y así cooperan 
activamente en la consecución de este fin”7. Por otro lado están las fundaciones 
constituidas por una masa de bienes, un patrimonio, destinado por la voluntad de 
una persona, fundador, a prestar servicios a personas indeterminadas8. 
La de mayor interés será la persona jurídica de Derecho Privado pues esta 
tiene el ánimo de lucro que es la que mas lleva a incurrir en faltas y delitos 
económicos, a partir de esto es que se establecen diferentes teorías para analizar la 
responsabilidad de las personas jurídicas, así  la teoría de la ficción expresa que “por 
una ficción el Derecho considera que estas colectividades y estas obras de interés 
general son una persona, es decir, un ser jurídico distinto de los individuos que se 
agrupan o de las personas que los dirigen, y les reconoce la capacidad de contraer 
Derechos y obligaciones”9.  
Otra teoría es de la “personalidad real” que señala que las personas jurídicas 
son realidades evidentes y su fundamento establece que el hombre requiere asociarse 
con otros para satisfacer sus necesidades y por tanto es necesario que se le 
reconozcan en el ordenamiento jurídico y se les reglamente, a pesar de que es un ente 
nuevo al reunirse con pluralidad de personas está conformado por personas naturales 
que no dejan de existir.  
Se ha establecido en el año 2009 la ley 20.393 que se atribuye la 
responsabilidad de las personas jurídicas, esta vino a cambiar la perspectiva del 
principio tradicionalmente llamado “societas delinquere non potest”, ya que se basa 
                                                             
 
6República de Chile, Código Civil, Editorial Jurídica de Chile, 2009, pág. 211. 
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en la teoría de la ficción legal de el profesor Savigny que “indica que las persona 
jurídicas son creadas artificialmente siendo capaces de poseer un patrimonio propio 
aunque, como es lógico, carecen de voluntad  
debido a que es la ley que les otorga la calidad de persona, con todos los atributos 
aplicables de tales, responsabilidades y, por supuesto, la responsabilidad respecto de 
ciertos delitos”10 , es por esto que establecen sanciones a las empresas que se 
traducen en multas, esto fue un gran avance para el país, y sin duda desde ahí se trato 
de llegar a la persona natural vinculada a los delitos de cohecho y lavado de activos, 
entre otros, aun así ha sido poco viable, debido a carencia de tribunales, poca 
experticia y seguridad en el modo de actuar de los organismos encargados y 
fundamentalmente con respecto al desarrollo del país. Se establece también  la 
responsabilidad directa que es donde se atribuye la comisión de un delito, que 
vendría a ser la de los sujetos que representan a la persona jurídica como son los 
dueños que tienen el dominio de la empresa, controladores que fiscalizan e 
inspeccionan que por coherencia conocen todo los movimientos de la empresa, los 
responsables de esta como de la dirección y vigilancia de los lugares de trabajo,  
ejecutivos principales, representantes de la empresa y quienes hagan trabajos de 
administración y supervisión, finalmente hay una responsabilidad indirecta donde 
entran las personas naturales sujetas a subordinación.  
 
 
Unidad de Análisis Financiero: Importancia para la determinación de la 
Responsabilidad penal de las personas jurídicas 
La institución Unidad de Análisis Financiero conforma entonces una mayor 
seguridad y protección respecto de esta ley, así se observa en el estudio de la 
institución e investigación de su desempeño que es la encargada de una exhaustiva 
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supervisión de empresas que tienen mayor concentración de poder y manipulación 
económica relevante sobre nuestro país, la UAF posee también la atribución de 
sancionar a las personas jurídicas en cuanto son responsables, así establece una 
sanción monetaria respecto de cada empresa fiscalizada que varía según su gravedad 
respecto de cada hecho ilícito, como también en la concentración de economía que 
tiene a su favor la empresa, etc. Sin embargo, si bien entrega seguridad social y 
propende al bien común, las sanciones que son considerables, no tiene la atribución 
con respecto a la penalidad de la persona jurídica y natural vinculada directa o 
indirectamente al ilícito, puesto que la ley 19.393 tiene alcance ya hacia los 
encargados directos, después de verificar alguna infracción respecto de la empresa, 
pero a pesar de que se llega a dueños, directores, representantes legales, etc. no se les 
ha podido interponer una pena de prisión de libertad respecto de sus ilícitos, o una 
mayor severidad de la pena a la persona jurídica. Esto basado en los balances que se 




















De la Unidad de Análisis financiero 
 
La UAF fue creada tras la promulgación de la Ley N° 19.913, que le dio 
origen el 18 de diciembre de 2003.  Es una entidad pública descentralizada, con 
personalidad jurídica y patrimonio propio, que se relaciona con el Presidente de la 
República a través del Ministerio de Hacienda. 
Desde el año 2010, la Unidad de Análisis Financiero coordina, además, el 
Sistema Nacional de Prevención de Lavado de Activos y Financiamiento del 
Terrorismo del país, representando a Chile ante el Grupo de Acción Financiera de 
Sudamérica (GAFISUD) que establece las políticas para la prevención y control del 
lavado de activos y financiamiento del terrorismo para Chile, Argentina, Bolivia, 
Brasil, Colombia, Costa Rica, Ecuador, México, Panamá, Paraguay, Perú y Uruguay.  
La GAFISUD en una institución intergubernamental de base regional para 
promover la implementación y mejora continúa de políticas para combatir el lavado 
de activos y el financiamiento del terrorismo; actualmente está constituido por doce 
países miembros entre los que están Chile, Argentina, Colombia, México, Brasil, 
Paraguay, entre otros.  
Al integrarse a GAFISUD, Chile asumió el compromiso de avanzar 
sostenidamente en la prevención del lavado de activos y del financiamiento del 
terrorismo, así como de profundizar los mecanismos de cooperación entre los países 
miembros y además la suscripción del memorándum de constitución, los miembros 
se adhieren a las Cuarenta recomendaciones del grupo de Acción Financiera 
Internacional como estándar mundial contra el lavado de activos y el financiamiento 
del terrorismo. Periódicamente, los países se someten a Evaluaciones Mutuas, 
destinadas a verificar el grado de avance en la implementación de estos estándares. 
Esto ayuda a que la UAF se fortalezca no solo a través de sus evaluaciones y 
fiscalizaciones dentro del país, sino a someter sus estudios a supervisión  de carácter 









Así la UAF cuenta con el apoyo de dicha institución para su mejor desarrollo 
y ejerce su rol preventivo a través de la emisión de instrucciones, la difusión de 
señales de alerta, la capacitación de sujetos obligados a informar al servicio la 
detección de operaciones sospechosas de Lavado de Activos o Financiamiento del 
Terrorismo y el control del cumplimiento de la normativa que emite. 
Empresas y personas naturales de 36 sectores económicos –detallados en el 
artículo 3°de la Ley N° 19.913- están obligados a enviar periódicamente a la UAF 
Reportes de Operaciones Sospechosas (ROS) que detecten en el ejercicio de su 
actividad económica y de Operaciones en Efectivo (ROE) superiores a 450 UF o su 
equivalente en otras monedas. Asimismo, la Unidad de Análisis Financiero recibe y 
procesa las Declaraciones de Porte y Transporte de Efectivo (DPTE), por más de 
US$ 10.000 o su equivalente en otras monedas, que le remite el Servicio Nacional de 
Aduanas, en el marco de los controles que realiza al ingreso y salida del país. 
En los procesos de inteligencia que realiza la UAF, con el propósito de 
detectar señales indiciarias de lavado de activos o financiamiento del terrorismo,  son 
analizados y sistematizados tanto los antecedentes enviados por los sujetos obligados 
a informar y el Servicio Nacional de Aduanas, como las consultas que el servicio 
realiza a diversas bases de datos –públicas y privadas- y a organismos externos. 
Cuando los antecedentes reflejan indicios de LA o FT son remitidos 
inmediata y oportunamente al Ministerio Público, único organismo facultado para 
resolver si se da inicio o no a una investigación penal por lavado de activos o 
financiamiento del terrorismo. El Ministerio Publico es además el único organismo 
que puede solicitar información a la UAF. 
“La UAF tienen como  principales clientes, usuarios y beneficiarios a: 
 El Ministerio Público 
 Poder Judicial 
 Consejo de Defensa del Estado, cuando los casos corresponden a operaciones 
anteriores a la entrada en vigencia del actual sistema procesal penal 
 Unidades de Inteligencia Financiera Extranjeras 
 Entidades obligadas a informar 








 Organismos internacionales vinculados a la prevención y detección del lavado de 
activos”11. 
Estas autoridades son encargados directos y tienen la atribución de solicitar 
cuando detecten una investigación e información detallada en casos que demuestren 
valores injustificados o  comportamientos inadecuados a los regímenes permitidos.  
Por tanto la misión que tendrá la UAF y sus instituciones de apoyo será 
prevenir el lavado de activos y el financiamiento del terrorismo en Chile, mediante la 
realización de inteligencia financiera, la emisión de normativa,  la fiscalización de su 
cumplimiento y la difusión de información de carácter público, con el fin de proteger 
al país y a su economía de las distorsiones que generan ambos delitos. Esto se 
propende bajo una optimización de la inteligencia financiera que detecte de manera 
prematura estos delitos, para así, además asegurar un cumplimiento cabal de la 
normativa vigente de los sectores económicos obligados a informar y también 
fortalecer las relaciones internacionales con los países y organismos relevantes para la 
prevención del lavado de activos y el financiamiento del terrorismo. Finalmente 
desarrollar una gestión institucional de excelencia.  
El  sistema de prevención de la UAF  cuenta con la participación del Banco 
Central de Chile, el Ministerio del Interior, de Hacienda y  de Relaciones Exteriores, 
también el apoyo de la Superintendencia de Valores y Seguros, la de Casinos y juegos, 
y de pensiones; además del Servicio Nacional de Aduanas y la Corporación Nacional 
del Control de Estupefacientes, todos estos velan por la prevención de los delitos 
económicos. Por su parte la Policía de Investigaciones y Carabineros de Chile se 
unen al Ministerio Público en cuanto ejerce facultades persecutorias, en tanto las 
sancionatorias corresponden al Poder Judicial. 
Teniendo en consideración la forma de actuar de la unidad de análisis 
financiero y de prevención de los delitos económicos como son el Lavado de Activos 
                                                             
 









y Financiamiento del terrorismo no queda más que dar paso a un análisis y 
explicación general de los delitos que trata esta institución. 
 
Delitos  de Lavado de Activos 
 
A través de la historia estos delitos no abarcaban más que recolectores de 
dinero provenientes de ventas callejeras y que se depositaban en distintas cuentas 
bancarias, pues en esta época el banco era buen negocio para recibir dichos 
depósitos, ya que no se preocupaban de donde provenían y si eran de buena o mala 
praxis; así en el año 1970, se dicta la ley sobre secreto bancario, lo que obliga a que el 
sistema de lavado de dinero se organice de forma más sofisticada. 
En Chile este tipo de delitos era desconocido, fue apareciendo con el 
aumento del consumo de pasta base de coca, debido a que se erradican las 
plantaciones de cannabis y también por el que el país se suscribe a la Convención de 
Viena del año 1988, en tanto en el año 1994 se toma conciencia del ilícito y se 
establece pena para él. 
Es atingente demostrar cómo se ejecuta y hacia donde se dirigen estos 
dineros, pues se debe analizar de la realidad Chilena, así se dirige preferentemente el 
lavado de dinero “hacia la construcción de lujo, el sector pesquero y la hotelería y 
turismo”12, lo anterior se debe a que estamos cercanos a países productores de droga. 
En la década de los noventa se ha determinando que Chile realizó lavado de 
dinero en tres situaciones; cuando a través del país se busca legitimar ingresos 
provenientes de países desarrollados, observándose como un país de inversión y 
también que sirve para tránsito, y se observó ingreso de dinero a nuestro país en 
forma de pago a organizaciones exportadoras de droga y finalmente venta interna de 
estas. 
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Díaz García, Fernando, El Lavado de Dinero y Narcotráfico. La droga como negocio, Editorial 








El lavado de dinero es una pieza fundamental en toda actividad delictiva, que 
genere un gran monto de dinero en efectivo, por ejemplo la ganancia que se obtiene 
por un grupo de terroristas, producto de un secuestro, seguido de rescate, el dinero 
proveniente del tráfico de menores, etc. En efecto el blanqueo de los capitales 
provenientes de actividades ilícitas constituye uno de los principales problemas a que 
se enfrenta la actividad organizada13. El origen de la expresión blanqueo de capitales 
proviene de Estados Unidos en los años ochenta, surge en la utilización de cadenas 
de lavandería automáticas, pues colocan los fondos de origen ilegal, de manera de 
cubrir su procedencia; en tanto se puede definir el blanqueo de capitales como –
legitimación de ganancias obtenidas ilegalmente, producto del trafico de drogas, con 
el objeto de que ingresen al sistema financiero evitando de tal forma las sospechas 
respecto de su origen por parte de la autoridad y también para prevenir 
inconvenientes de tipo tributario.  
Llegamos a la existencia de definiciones doctrinarias entre las que destaca la 
de Fernando García que señala que cualquier procedimiento mediante el cual dinero 
o bienes procedentes de actividades ilícitas son incorporadas al circuito normal de 
capital y bienes a menudo legitimados como provenientes de actividades legitimas14. 
Existe la postura de Javier Llobet Rodríguez que expone que al hablarse de 
lavado de dólares o de dinero se hace referencia a la actividad por la cual se invierte el 
dinero que proviene de una actividad ilícita, por ejemplo trafico de drogas, trata de 
blancas, etc. 
Formuladas las definiciones doctrinarias queda demostrado que el delito de 
lavado de dinero consiste básicamente  en desvincular los fondos de su origen ilícito, 
con distintos objetivos y finalidades, como son evadir impuestos, cambiar billetes de 
valores pequeños por billetes de mayor denominación, cambiar efectos por cheques 
entre otras conductas.  
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Dentro de las definiciones legales que más se acerca a lo que se está 
planteando es la descrita en ley Nº 19.913, en su artículo veintisiete que señala “ a) El 
que de cualquier forma oculte o disimule el origen ilícito de determinados bienes, a 
sabiendas de que provienen, directa o indirectamente, de la perpetración de hechos 
constitutivos de alguno de los delitos contemplados en la ley Nº 19.366, que sanciona 
el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas; en la ley Nº 18.314, que 
determina las conductas terroristas y fija su penalidad; en el artículo 10 de la ley Nº 
17.798, sobre control de armas; en el Título XI de la ley Nº18.045, sobre mercado de 
valores; en el Título XVII del decreto con fuerza de ley  Nº 3, de 1997, del Ministerio 
de Hacienda, Ley de Bancos; en los Párrafos 4, 5, 6, 9 y 9 bis del Título V del Libro 
II del Código Penal y, en los artículos 141, 142, 366 quáter, 367, 411 bis, 411 ter, 411 
quáter y 411 quinquies del Código Penal; o bien, a sabiendas de dicho origen, oculte 
o disimule estos bienes. b) El que adquiera, posea, tenga o use los  referidos bienes, 
con ánimo de lucro, cuando al momento de recibirlos ha conocido su origen ilícito. 
Cabe señalar, que el delito de lavado de activos es un delito, es una figura 
penal autónoma de carácter pluriofensiva de distintos bienes jurídicos penalmente 
relevantes y dirigida a tutelar el orden socio económico, en concreto, una leal 
competencia dentro del ordenamiento socio económico, esto es así, porque se trata 
de ingreso de capitales generados sin los normales costos personales y financieros 
industriales, ni carga tributario, lo que da pie a una desestabilización de las 
condiciones mismas de la competencia y el mercado.  
La escritora Juana Del Carpio señala que el bien jurídico que se protege en el 
lavado de activos se relaciona con la circulación de los bienes de mercado como 
elemento indispensable para su normal funcionamiento y el de la economía en 
general15. 
Según un criterio extendido en la doctrina comparada, el bien jurídico 
protegido en el delito de lavado de dinero, sería el orden socio económico, entendido 
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como el interés del Estado en la conservación del orden legal de la economía, tanto 
en su conjunto como en sus ordenaciones parciales y comprende también el interés 
del individuo en particular en la producción y distribución de los bienes de consumo 
y en el desarrollo de una actividad cuya finalidad es el lucro. 
Se demostró los bienes jurídicos protegidos en el delito de lavado de activos 
para adentrarnos de lleno a la idea general que establece la unidad de análisis 
financiero, en tanto señala que el lavado de activos busca ocultar o disimular la 
naturaleza, origen, ubicación, propiedad o control de dinero y/o bienes obtenidos 
ilegalmente. Implica introducir en la economía activos de procedencia ilícita, 
dándoles apariencia de legalidad al valerse de actividades lícitas, lo que permite a 
delincuentes y organizaciones criminales disfrazar el origen ilegal de su producto, sin 
poner en peligro su fuente. 
No solo forman parte de este los delitos de narcotráficos, existen 
innumerables delitos que se siguen aumentando con el paso del tiempo, como son las 
redes de prostitución, la malversación de fondos públicos, uso malicioso de la 
información privilegiada, el fraude informático, entre otros. Todos estos producen 
beneficios y ganancias mal habidas que dan incentivo para legitimarlas. 
 Todos estos movimientos vienen a configurar efectos que provienen del 
lavado de activos, entre los que destacan: 
1. Aumento en el precio de los bienes que se pretende controlar. 
2. Alteración en la política económica del país, influyendo en la determinación del valor 
de la moneda extranjera. 
3. Alteración de la libre competencia en el mercado. 
4. En las situaciones en que se descubren las relaciones y hechos ilícitos se generara 
pérdida y desconfianza en el sistema bancario. 
 
Sin embargo, además de la operación económica que implica el LA, existe un 
trasfondo sociocultural que se desarrolla y donde sus efectos abarcan todo tipo de 
aspectos, así se consideran efectos extraeconómicos como son la posibilidad de 
atentar contra las bases morales de una sociedad, a través de la corrupción y el trafico 








Para la prevención de dichos consecuencias económicas, sociales y culturales 
es que nace la unidad de análisis financiero que si bien pretende la prevención 
necesita de la cooperación social responsable y de herramientas integrales para 
combatir el delito. Estas condiciones, que deben ser promovidas y aseguradas por los 
gobiernos, apuntan a aumentar la conciencia en los sectores público y privado sobre 
los efectos adversos del LA y a proporcionar los instrumentos legales y/o 
reglamentarios que requieren las autoridades encargadas de combatir el lavado de 
activos. 
 
A nivel internacional, tales herramientas incluyen legislaciones que tipifican el 
LA como delito; facultades para que los organismos competentes puedan investigar, 
localizar, embargar y confiscar activos procedentes del ilícito; y sistemas para el 
intercambio de información con agencias similares de otros países, entre otros 
instrumentos. 
Los programas desarrollados por los gobiernos consideran como un aspecto 
clave para la prevención del lavado de activos la inclusión de todos los actores 
relevantes para la puesta en marcha de programas nacionales de lucha contra el LA, 
ámbito en el que el área privada juega un rol fundamental. 
A ello se suma el seguimiento y evaluación de los sistemas preventivos de los 
países contrastándolos con estándares internacionales. En ese marco se insertan las 
evaluaciones mutuas conducidas por el Grupo de Acción Financiera Internacional  y 
los organismos regionales adheridos a él, como el Grupo de Acción Financiera de 
Sudamérica, al que pertenece Chile; además de evaluaciones desarrolladas por  el 
Fondo Monetario Internacional (FMI) y el Banco Mundial. 
 
Financiamiento del terrorismo 
 
A grandes rasgos el financiamiento del terrorismo se encuentra regulado en al 
artículo ocho de la ley 18.314, a saber, “El que por cualquier medio directa e 
indirectamente, solicite, recaude o provea fondos con la finalidad de que se utilicen 
en la comisión de cualquiera de los delitos terroristas señalados en el articulo dos, 








grado mínimo, a menos que en virtud de la provisión de fondos le quepa 
responsabilidad en un delito determinado, caso en el cual se le sancionará por el 
último título, sin perjuicio de los dispuesto en el artículo 294 bis del código penal”16 
 
 El financiamiento del terrorismo (FT) es cualquier forma de acción 
económica, ayuda o mediación que proporcione apoyo financiero a las actividades de 
elementos o grupos terroristas. Aunque el objetivo principal de los grupos terroristas 
no es financiero, requieren fondos para llevar a cabo sus actividades, cuyo origen 
puede provenir de fuentes legítimas, actividades delictivas, o ambas. 
 
 Las técnicas utilizadas para el LA son básicamente las mismas que se usan 
para encubrir las fuentes y los fines del financiamiento del terrorismo. No obstante, 
sin importar si el origen de los recursos es legítimo o no, para los grupos terroristas 
es importante ocultar la fuente y su uso, a fin de que la actividad de financiamiento 
pase inadvertida. 
 
El Grupo de Acción Financiera Internacional –organismo internacional, al 
que pertenecen las 36 economías más desarrolladas del mundo y que fija pautas para 
prevenir el LA/FT- recomienda que cada país tipifique como delito el financiamiento 
del terrorismo, los actos terroristas y las organizaciones terroristas y que los clasifique 
como delitos que dan origen al lavado de activos. Asimismo, sugiere que las Nueve 
Recomendaciones Especiales diseñadas por el organismo para combatir el 
financiamiento del terrorismo sumadas a las cuarenta recomendaciones sobre lavado 
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Reportes y modo de fiscalización de la Unidad de Análisis Financiero 
 
Para prevenir el cometido de delitos de LA o Financiamiento del terrorismo 
la UAF norma, fiscaliza y sanciona a las 36 empresas administrativamente y a las 
personas naturales del artículo 3 de la ley 19.393 que se enumeran a continuación:  
 
1. “Administradoras de Fondos de Inversión son sociedades anónimas que tienen por 
objetivo administrar un fondo de pensiones y otorgar a sus afiliados las prestaciones 
que establece la ley. Se financian a través del cobro de comisiones a sus afiliados y 
podrán aumentar los ahorros de estos mediante inversiones17. 
2. Administradoras de Fondos Mutuos. Es una alternativa de inversión que consiste en 
reunir los patrimonios de distintas personas, naturales o jurídicas, para invertirlos en 
instrumentos financieros, tarea que lleva acabo la Sociedad Administradora. 
3. Administradoras de Mutuos Hipotecarios es un tipo de crédito con garantía 
Hipotecaria que se financia con recursos propios de la entidad que lo otorga, ya sea 
Banco o Mutuaria. 
4. Administradoras Generales de Fondos 
5. Administradores de Fondos de Pensiones 
6. Agentes de Aduana “El Agente de Aduanas realizará los trámites de 
desaduanamiento de las mercancías con los documentos comerciales o de 
embarque”18. 
7. Agentes de Valores “Son personas naturales o jurídicas que tienen como objeto 
exclusivo la realización de corretaje de valores. Es decir, son aquellas personas cuya 
función básica es contactar a quienes desean comprar, con quienes desean vender y 
perfeccionar la operación respectiva, recibiendo por sus servicios una comisión”19. 
                                                             
 
17
Biblioteca del Congreso Nacional, ley fácil, Decreto ley Nº 
3500http://www.bcn.cl/leyfacil/recurso?item_id=4799&leng=es, 2012. 
18 Porting, Agente de Aduanas, http://www.monografias.com/usuario/perfiles/porting/monografias, 
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En Chile la superintendencia de Valores y Seguros los llaman agentes de valores y 
otros que son corredores de bolsa. 
8. Bancos 
9. Bolsas de Productos 
10. Bolsas de Valores 
11. Cajas de Compensación 
12. Casas de Cambio 
13. Casas de Remate y Martillo 
14. Casinos de Juegos 
15. Casinos flotantes de Juegos 
16. Comité de Inversiones Extranjeras 
17. Compañías de Seguros 
18. Conservadores 
19. Cooperativas de Ahorro y Crédito 
20. Corredores de Bolsas de Valores 
21. Corredores de Bolsas de Productos 
22. Corredores de Propiedades 
23. Emisoras de Tarjetas de Crédito 
24. Empresas de Arrendamiento Financiero (leasing) 
25. Empresas de Factoraje (factoring) 
26. Empresas de Securitización 
27. Empresas de Transferencia de Dinero 
28. Empresas de Transporte de Valores 
29. Empresas de Gestión Inmobiliaria 
30. Hipódromos 
31. Notarios 
32. Operadoras de Tarjetas de Crédito 
33. Operadores de Mercados de Futuro y de Opciones 
34. Sociedades Administradoras de Zonas Francas 








36. Usuarios de Zonas Francas”20 
 
Estos son los 36 sectores económicos que tiene que fiscalizar la UAF,  si se 
observa son la mayoría establecimientos económicos que rigen al país en todos sus 
ámbitos, ahora bien el punto a saber es que estos sujetos obligados a dar reportes a la 
UAF tienen que informar sobre operaciones sospechosas, y reportes de operaciones 
en efectivo superiores a 450 UF, así en el caso del Servicio Nacional de Aduana 
informa  las Declaraciones de Porte y Transporte de Efectivo (DPTE) o 
instrumentos negociables al portador, desde y hacia el país, por un monto que exceda 
los US$ 10.000 o su equivalente en otras monedas. Estos reportes se hacen  en línea 
a través de la página institucional de la UAF, esta facultad y deber a su vez la tiene 
cada empresa fiscalizada y se hace a través del ingreso al portal donde para acceder se 
requiere cedula de identidad y una clave privada. 
 
Reportes de operaciones sospechosas 
Los Reportes de Operaciones Sospechosas (ROS) contienen información 
sobre operaciones o transacciones que los sujetos obligados a informar a la UAF 
detecten como inusuales de acuerdo a los usos y costumbres de la actividad que ellos 
desarrollan, carentes de justificación económica o jurídica aparente, ya sea que se 
realicen en forma aislada o reiterada, estas deben informarse en cuanto son 
detectadas por la empresas, a través de un formulario disponible en el portal de la 
UAF. 
 
Reportes de operaciones en efectivo 
Estas abarcan los reportes en efectivos sobre 450 UF  su equivalente en otras 
monedas, así se consideran “transacciones en efectivo” aquellas en las que el medio 
de pago o cobro es papel moneda o dinero metálico (billetes o monedas). Por el 
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contrario, quedan descartados de esta definición las transferencias bancarias, los vale 
vista, los cheques u otros documentos mercantiles. 
 El ROE es obligatorio y tiene fechas fijas de envío mensuales, trimestrales y 
semestrales, dependiendo del sector económico al que pertenecen los sujetos 
obligados. Los ROE mensuales se establecen solo para los bancos, estos son los 
únicos obligados a reportas mensualmente, dentro de los diez primeros días del mes 
siguiente al de la fecha en que se realizaron las transacciones. En tanto dentro de los  
ROE trimestrales y semestrales se dividen entre los distintos sectores económicos y 
los periodos son dentro de los diez primeros días hábiles de cada semestre o 
trimestres según corresponda. 
 
Reportes  negativo de operaciones en efectivo 
 Opera  en los casos en que durante el ejercicio de sus actividades los sujetos 
obligados a informar a la Unidad de Análisis Financiero no registren operaciones en 
efectivo superiores a 450 UF o su equivalente en otras monedas, deben enviar un 
Reporte Negativo de Operaciones en Efectivo (ROE NEGATIVO). También se 
hace a través del portal y según los periodos antes señalados. 
Declaración anual de ROS 
 “A partir del 1 de enero de 2012, la Unidad de Análisis Financiero dejó de 
exigir el envío de la Declaración Anual de Reporte de Operaciones Sospechosas 
(DAROS), que debían presentar en febrero de cada año todas las entidades inscritas 
en el registro de la institución. Con la entrada en vigencia de la Circular N° 47 queda 
sin efecto la Circular N° 41 de la UAF, del 22 de septiembre de 2008, en la que se 
exigía la presentación del DAROS. Con esta modificación se busca perfeccionar y 
uniformar los mecanismos de prevención del lavado de activos y, asimismo, 
optimizar el cumplimiento de las obligaciones legales establecidas en la Ley 19.913. 
 
Todos estos reportes conforman los informes que utiliza la UAF para la 
fiscalización de las empresas, según la circular Nº 48 del 19 de Abril de 2012, 
incorpora la definición de personas expuestas políticamente (PEP) a los chilenos o 
extranjeros que desempeñan o hayan desempeñado funciones públicas destacadas en 








entidades supervisadas por la UAF deben implementar y ejecutar, respecto de estas 
personas, medidas reforzadas de debida diligencia y conocimiento de los clientes.”21 
 
“Luego de observar los tipos de reportes es procedente ver el tipo de 
sanciones que se estipulan cuando es factible y verídico que ha ocurrido una falta en 
el cumplimiento de las obligaciones que tienen las empresas de los 36 sectores de la 
UAF, el artículo 19 y 20 de la ley 19.393 detalla un conjunto de infracciones y sus 
respectivas sanciones, aplicables a las personas naturales y jurídicas supervisadas por 
el servicio que incumplan las obligaciones legales para prevenir el lavado de activos y 
el financiamiento del terrorismo. A continuación se muestra una división del tipo de 
sanciones. 
 
1. Infracciones y sanciones leves: corresponden al incumplimiento de las 
instrucciones que la Unidad de Análisis Financiero imparte a través de circulares. Las 
sanciones aplicables van desde una amonestación a una multa que puede ascender 
hasta 800 UF. 
 
2. Infracciones y sanciones menos graves: corresponden al incumplimiento de las 
obligaciones relacionadas con el Reporte de Operaciones en Efectivo y la 
mantención de registros, detalladas en los artículos 4º  y 5º, respectivamente, de la 
Ley 19.913.La sanción aplicable va desde una amonestación a una multa de hasta 
3.000 UF. 
 
3. Infracciones y sanciones graves: corresponden al incumplimiento de la obligación 
legal de entregar información y/o de remitir Reportes de Operaciones Sospechosas, 
de acuerdo a lo dispuesto en los artículos 2º letra b y 3º de la ley 19.913.La sanción 
aplicable va desde una amonestación a una multa de hasta 5.000 UF.”22 
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Análisis de ley 19.913 que crea la unidad de análisis financiero y 
modifica diversas disposiciones en materia de lavado y blanqueo 
de activos 
 
Se establece que la UAF se rige conforme a la ley 19.913, por tanto es 
precedente analizar con exactitud cada norma jurídica a fin de establecer todas las 
capacidades de este organismo gubernamental y realizar a través de esta un análisis de 
las virtudes, capacidades, amplitud de ejercicio, etc. Llegando a un mejor manejo de 
los estatutos de la institución o verificar qué objetivos pueden favorecer el ejercicio 
de la unidad. 
Dentro de la ley se establecen tres títulos, que a su vez están distribuidos en 
párrafos, es así como el primer título se llama de la unidad de análisis financiero 
cuyos párrafos son el primero de la naturaleza, objetivo y funciones, el segundo del deber de 
informar, y el tercer párrafo del personal. 
 
1º Párrafo De la naturaleza, objeto y funciones 
El artículo primero configura el nombre de la institución y señala su objeto, 
que será el de prevenir los delitos de lavados y blanqueo de activos descritos más 
adelante. También busca ser una institución pública descentralizada, cuyo jefe 
superior se llamará Director y tendrá relación con el Presidente de la República a 
través del Ministerio de Hacienda. 
El artículo dos estipula las atribuciones, que son solo aquellas señaladas 
expresamente y que se ejercerán dentro del territorio nacional: 
a) Solicitar, verificar, examinar y archivar todos los informes y reportes enviados de las 
empresas fiscalizadas. 
b) Si se hace necesario solicitar un reporte sospecho de algunas de las personas jurídicas 
o naturales del artículo tercero, es obligatorio entregar dicha información, si estos 
antecedentes solicitados se encuentran en reserva o en alguna persona distinta a las 








apelaciones de Santiago. Si esta autorización se rechaza la UAF puede apelar en 
cuenta, sin trámites. Todo lo que abarca esta solicitud de antecedentes es sin costo 
monetario para la institución. 
Se discutió en el proyecto de ley si el deber de informar abarcaba todas las 
instituciones y/o personas, así el Colegio de Abogados AG. y el Colegio de 
Periodistas AG se opusieron a la normativa. El primero porque en el caso del 
abogado debe existir una relación de confianza con el cliente respetando el secreto 
profesional. En el segundo porque en el caso de los periodistas tiene relación con la 
información o documentación que le entregue su fuente, por lo tanto la comisión 
encargada decide que esta disposición no regirá respecto de personas que no están 
obligadas a declarar por razones de secreto, únicamente en lo que se refiere el 
artículo 303 del Código de Procedimiento Penal cuya interpretación es de carácter 
restrictivo.23 
c) Estipula  la facultad de solicitar informes periciales a instituciones privadas o 
públicas, en cuanto se estime necesario para la investigación correspondiente. 
d) Se refiere a organizar y mantener la administración, la base datos e informes 
realizados, con el fin de publicarlos como corresponde en el sistema de la institución 
manteniendo un orden y una protección debida en cuanto a la red cibernética; 
cumpliendo correctamente con sus funciones. 
e) Es una medida de prevención que establece publicidad para sectores públicos y 
privados para evitar la comisión de ilícitos señalados más adelante en el artículo 
veintisiete. 
f) Dar a las personas y/o empresas correcta educación de cómo mantener órdenes 
respecto de las informaciones y llevar una buena ejecución evitando su malversación. 
g) Manejo de información con instituciones extranjeras para lograr mejoramiento de 
ejercicio. 
h) e i) Acceder en forma adecuada con el jefe superior de cada empresa a 
información, documentación y base de datos, con motivo de algún reporte sospecho 
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y con necesidad de efectuar algún envió expresado en la letra “g” para verificar los 
movimientos de dicha entidad. 
           j) Atribución de sancionar administrativamente lo que la ley establece 
Bajo ningún respecto la Unidad de Análisis Financiero podrá ejercer competencias 
propias del Ministerio Público o de los Tribunales de Justicia.  
Además, sólo podrá utilizar la información que reciba para los propósitos que la ley 
señala, no pudiendo entregar la información o darla a conocer a organismos o 
servicios distintos del Ministerio Público. 
“Cuando, del examen de los antecedentes referidos en las letras que anteceden, el 
Director de la Unidad de  Análisis Financiero estime que aparecen indicios de que se 
ha cometido alguno de los delitos a que se refiere el artículo 27 de esta ley, deberá 
disponer su inmediata remisión al Ministerio Público. Asimismo, el Ministerio 
Público podrá requerir a la Unidad el envío de los antecedentes que estén en su 
poder y que sean necesarios para las investigaciones de lavado de activos que 
practique, se hayan iniciado de oficio, por denuncia o por querella, cualquiera sea la 
fase en que ellas se encuentren. 
Lo anterior señalado deja establecido de manera muy precisa que la UAF solo puede 
intervenir de manera fiscalizadora y sancionadora.”24 
 
2º párrafo Del deber de informar 
El artículo tres especifica las áreas empresarias que tienen el deber de 
informar y así mismo señala el concepto de lo que entiende la UAF de operaciones 
sospechosas y la obligación por parte de esta de detectar las entidades que aparezcan 
con datos sospechosos o costumbres poco éticas, uso de instrumentos y datos mal 
establecidos, etc. 
El deber de informar será exigible a todo aquel que porte o transporte 
moneda en efectivo o instrumentos negociables al portador, desde y hacia el país, por 
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un monto que exceda los diez mil dólares de los Estados Unidos de América o su 
equivalente en otras monedas.  
Las entidades descritas en el artículo tres y tipificadas en esta investigación  
tienen el deber de constar con un registro de plazo mínimo de cinco años e informar 
a la UAF de todas las transacciones en efectivo superior a cuatrocientas cincuenta 
unidades de fomento o su equivalente en otras monedas. 
Se prohíbe a las empresas fiscalizadas, empleados y terceras personas en la 
circunstancia de requerir información proporcionar cualquier otro antecedente al 
respecto, lo anterior señalado será sancionado con la pena de presidio menor en sus 
grados medio a máximo y multa de cien a cuatrocientas unidades tributarias mensual. 
La misma pena se aplicará a quienes, estando obligados de conformidad a 
esta ley a proporcionar información a la Unidad, maliciosamente destruyan, alteren u 
oculten los antecedentes o documentos que deban entregar, o entreguen 
antecedentes o documentos. 
“Se establece así que las funciones principales de las instituciones financieras deben 
reportar todos los informes de las actividades sospechosas y otras divulgaciones que 
necesiten. Existe un uso centralizado de la información que permite que se resguarde 
en un solo lugar toda la documentación, favoreciendo el proceso y análisis de la 
información en una base coherente. Con siguiente aparece la función analítica en 
donde se reciben los datos y analizan todas las transacciones sospechosas que 
parecen ser inocentes, de esta forma, los miembros de la UAF cumplen tres 
funciones de carácter analítico: 
1) Investigación de los hechos reportados que son realmente sospechosos para así 
dirigir los antecedentes a las autoridades competentes. 
2) Realización de análisis financieros a solicitud del organismo competente a modo de 








3) Tienen un análisis estratégico para entender los mecanismos de cometidos de delitos 
de lavado de activos o financiamiento del terrorismo que ayuda a encontrar nuevas 
formas de prevenir estos.”25 
Estas funciones convierten a la UAF en un intermediario entre el sistema 
financiero y el sistema penal. Que sirve para proteger a clientes inocentes. Aquí se 
genera discordia, puesto que la institución puede verificar y anunciar a las autoridades 
competentes de alguna sanción estrictamente penal, pero sin embargo no puede 
inmiscuirse más allá, no puede involucrarse en la resolución final respecto de cada 
caso, pues no tiene atribuciones para ello, sólo logra sanción respecto de la detección 
de dineros injustificados de cada empresa, ya que sólo abarca la parte fiscalizadora e 
investigativa.  
 
3º párrafo Del personal 
El director tendrá la representación legal, judicial y extrajudicial de la Unidad 
de Análisis Financiero, pudiendo ejecutar los actos y celebrar los contratos que sean 
necesarios o convenientes para el cumplimiento de sus fines. 
Para desempeñar el cargo de Director de Unidad o cargos de la planta de 
directivos se necesita un título profesional de diez semestres como mínimo; para el 
cargo de Director y jefes de División  debe acreditarse tener como mínimo cinco 
años de experiencia profesional. 
En el caso del personal de planta de la Unidad de Análisis Financiero se 
regirán según las normas administrativas y deberán realizar todo el personal una 
declaración de intereses, del patrimonio y una declaración final del cese de sus 
actividades laborales. El personal de planta de directivos es de exclusiva confianza del 
Director pudiéndolos  remover y nombrar con entera independencia de otra 
autoridad. La calidad que posee la planta de directivos es incompatible con otra 
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actividad ya sea del sector público o privado, la única actividad que podrá ejercer es 
respecto de labores académicas o docentes. 
“El que preste servicios para la institución UAF a cualquier título, debe 
mantener en absoluto secreto todas las informaciones u otros antecedentes al que 
acceda con razón del ejercicio de sus funciones. No obstante el Director de la UAF 
puede entregar información de carácter global para fines estadísticos o de gestión. La 
infracción a esta prohibición será la pena de presidio menor en sus grados mínimos a 
máximo y una multa que va desde cuarenta a cuatrocientas unidades tributarias 
mensuales, esta sanción se mantendrá indefinidamente aún después de haber cesado 
el cargo o actividad. 
A pesar del deber de guardar secreto en sus funciones, es obligatorio y por 
supuesto  imprescindible que el Estado se enteré de las gestiones de la institución 
UAF, es por esto que el Director de la UAF deberá concurrir anualmente a la 
Comisión de Hacienda de la Cámara de Diputados para informar sobre asuntos 
generales de las gestiones realizadas, dicha reunión o sesión será realizada en la 
Comisión de Hacienda en total reserva. 
Se excluyen del deber de secreto toda la información y antecedentes que 
requiera el fiscal del Ministerio Publico o aquel tribunal que deba conocer de 
cualquiera de los delitos de los artículos 27 y 28 que señalaremos.”26 
Lo anterior señalado sobre el párrafo tercero respecto del personal abarca del 
artículo ocho al número trece, de esta manera el artículo que precede se desvincula de 
la temática del secreto laboral, pero igualmente se relaciona con el personal y sus 
funciones. 
De esta manera se da paso al artículo número catorce que esclarece que la 
Unidad de Análisis Financiero podrá contar “con funcionarios en comisión de 
servicios con: 
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1. Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras 
2. Servicio de Impuestos Internos 
3. Consejo de Defensa del Estado 
4. Servicio Nacional de Aduanas 
5. Superintendencia de Valores y Seguros 
6. Carabineros de Chile 
7. Policía de Investigaciones 
8. Comité de Inversiones Extranjeras.”27 
 
Estos deben ser designados por el jefe superior de cada servicio después de la 
solicitud del Director de la UAF; también por solicitud del mismo pueden integrar la 
Unidad de Análisis Financiero los funcionarios del Banco Central de Chile que serán 
regidos por su propia normativa legal, respecto de la designación que ocupen. Los 
funcionarios que se encuentren trabajando en comisión de servicio; por comisión de 
servicio se entiende una “designación que realiza el jefe superior de la 
respectiva institución para que funcionario público desempeñe funciones ajenas al 
cargo, en el mismo órgano o servicio público o en otro distinto, en Chile o 
extranjero, sin que aquellas signifiquen desempeñar funciones de inferior jerarquía  a 
las del cargo o ajenas al conocimiento que éste requiere.”28 Los funcionarios que 
realicen comisión de servicio en la Unidad, serán sujetos a las reglas aplicables a los 
funcionarios, referente a la jornada de trabajo, prohibiciones, incompatibilidades y 
responsabilidades administrativas. 
Queda prohibido que funcionarios que presten servicios a cualquier título en 
la institución UAF el uso o consumo toda clase de drogas o psicotrópicos que se 
refiere al artículo uno de la ley 19.366: “Los que, sin contar con la competente 
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autorización, elaboren, fabriquen, transformen, preparen o extraigan substancias o 
drogas estupefacientes o sicotrópicas, productoras de dependencia física o síquica, 
capaces de provocar graves efectos tóxicos o daños considerables a la salud pública, 
serán penados con presidio mayor en sus grados mínimo a medio y multa de cuarenta 
a cuatrocientas unidades tributarias mensuales. 
Si se tratare de otras drogas o substancias de esta índole que no produzcan 
los efectos indicados en el inciso anterior, el tribunal podrá rebajar la pena hasta en 
dos grados. 
Se presumirán autores del delito sancionado en este artículo quienes tengan 
en su poder elementos, instrumentos, materiales o equipos comúnmente destinados a 
la elaboración, fabricación, preparación, transformación o extracción de las 
substancias o drogas a que se refieren los incisos anteriores.”29 Sin embargo de 
exceptúan funcionarios que utilicen psicotrópicos destinados a tratamiento médico. 
Lo anterior señalado será causal de destitución del cargo o término de contrato.  
En cuanto a las remuneraciones del personal de la UAF será el 
correspondiente a las instituciones que fiscalizan y se aplican al personal de planta y 
contrata de la Unidad. 
Estructura del personal: 
Cargo  
Planta de Directivos 
Escala fiscalizadores  Números de cargos  
 
Director 1 1 
Jefe de División  3 1 
Jefe de Departamentos 4 3 
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Sin perjuicio de la estructura del personal fijado en la ley, el Director de la 
Unidad podrá contratar el personal que estime según la disponibilidad permitida y a 
los recursos que anualmente se expresan en el presupuesto. “La asimilación máxima 
aplicable a dichas contrataciones, será el grado 4º para profesionales; el grado 14º 
para técnicos; el grado 16º para administrativos, y el grado 19º para auxiliares, todos 
de la escala de sueldos de las instituciones fiscalizadoras.”30 
En cuanto al tema económico la Unidad de Análisis Financiero está 
conformado por:  
_Los recursos que se le asignen de presupuestos por considerarse servicio públicos, 
estimados por ley. 
_Los bienes inmuebles y muebles que se les den por concepto de institución. En caso 
de donaciones solo se permiten las realizadas por instituciones públicas. 
_Los frutos que den sus rentas y sus servicios. 
El siguiente apartado de la ley 19.913 señala las infracciones y sanciones, ya 
que aquellas obligaciones y deberes que no se cumplan serán sancionados por el 
Director de la unidad evaluando la estabilidad económica, la gravedad del ilícito, y 
observando las consecuencias de dicho acto,  además de las estipulaciones que a 
continuación se mencionan: 
“a) Serán infracciones leves el no dar cumplimiento a las instrucciones 
impartidas por la Unidad de Análisis Financiero en virtud del artículo 2º, letra f), de 
esta ley; 
 b) Serán infracciones menos graves las contravenciones a lo dispuesto en los 
artículos 4° y 5° de esta ley; 
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c) Serán infracciones graves el no dar cumplimiento a las obligaciones 
contenidas en los artículos 2º, letra b), y 3º de esta ley.”31 
Todo lo anterior está sujeto a la reiteración y gravedad de los ilícitos, así 
cuando existan infracciones leves la sanción va desde una amonestación a una multa 
a beneficio fiscal de 800 Unidades de Fomento, demostrando que el infractor tenía 
conocimiento del incumplimiento de la obligación; en las infracciones menos graves 
se establece desde una amonestación hasta una multa a beneficio fiscal de hasta 3000 
Unidades de Fomento, incluyendo además lo señalado en el artículo cuarto y en el 
caso de los valores no declarados, estos no pueden exceder la multa en más de un 
treinta por ciento; finalmente según las infracciones graves se establece la 
amonestación hasta una multa con beneficio fiscal de hasta 5000 Unidades de 
Fomento. En caso de reiteración puede aplicar una multa de hasta tres veces el 
monto señalado, de esta manera se entiende por reiteración cometer dos o más veces 
la misma infracción en un plazo que medie los doce meses. 
En caso de personas jurídicas las sanciones podrán ser aplicadas a sus 
directores o representantes legales que hayan participado materialmente en la 
infracción.  
El procedimiento administrativo en el caso de las sanciones administrativas 
vistas en la ley se estipulan según las siguientes reglas, se hará una formulación de los 
cargos que detallará los hechos que constituyen la infracción, la sanción que le 
corresponde y los plazos para formular sus objeciones. Se hará la notificación 
personal realizada por un funcionario de la UAF que tendrá carácter de ministro de 
fe, tendrá el supuesto infractor un plazo de diez días hábiles desde notificado para 
contestar cargos, pasados estos hay ocho días de término probatorio donde se 
permiten cualquier prueba admisible en Derecho y conforme a la sana crítica. La 
resolución resolverá todo lo anterior, pronunciándose en cada una de las alegaciones 
y defensas del supuesto infractor para finalmente señalar la decisión final según 
corresponda en cada caso. 
                                                             
 








Contra dichas resoluciones se podrá interponer el recurso de reposición 
establecido en la ley 19.880 en el artículo 59:“El recurso de reposición se interpondrá 
dentro del plazo de cinco días ante el mismo órgano que dictó el acto que se 
impugna; en subsidio, podrá interponerse el recurso jerárquico.  
Rechazada total o parcialmente una reposición, se elevará el expediente al 
superior que corresponda si junto con ésta se hubiere interpuesto subsidiariamente 
recurso jerárquico. 
     Cuando no se deduzca reposición, el recurso jerárquico se interpondrá 
para ante el superior jerárquico de quien hubiere dictado el acto impugnado, dentro 
de los 5 días siguientes a su notificación.  
No procederá recurso jerárquico contra los actos del Presidente de la 
República, de los Ministros de Estado, de los alcaldes y los jefes superiores de los 
servicios públicos descentralizados. En estos casos, el recurso de reposición agotará 
la vía administrativa.  
La autoridad llamada a pronunciarse sobre los recursos a que se refieren los 
incisos anteriores tendrá un plazo no superior a 30 días para resolverlos. 
Si se ha deducido recurso jerárquico, la autoridad llamada a resolverlo deberá 
oír previamente al órgano recurrido el que podrá formular sus descargos por 
cualquier medio, escrito o electrónico.  
La resolución que acoja el recurso podrá modificar, reemplazar o dejar sin 
efecto el acto impugnado.”32 Se hace necesario hacer referencia a dicho artículo, pues 
señala la posibilidad de subsidiariamente incluir otro recurso que es el jerárquico, por 
el solo hecho de haber interpuesto el primer recurso de reposición, así se deja a libre 
interpretación si se incluye en la ley de la Unidad de Análisis Financiero el recurso 
subsidiario, sin embargo la ley hace alusión al artículo 59 de ley 19.880 que estipula 
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eso, por lo tanto se considera para efectos de este análisis agregar dicho artículo 
dejando que la jurisprudencia en su momento lo determine. 
“Una vez acogida la tramitación la Corte de Apelaciones informará a la 
Unidad para que realice sus observaciones dentro de diez días contados de la 
notificación de la reclamación, la Corte podrá pedir un término probatorio de siete 
días, luego dictará sentencia dentro de quince días la cual se podrá apelar en la Corte 
Suprema dentro de diez días.”33 
 Se termina el proceso sancionatorio y de se da paso al Título III de esta ley 
que agrega disposiciones varias, el artículo 27 añade más sanciones respecto a otras 
normativas que incluyen presidio mayor en sus grados mínimo a medio y multas de 
doscientas mil Unidades Tributarias mensuales, por ejemplo el que oculte o disimule 
a sabiendas el origen ilícitos de algunos bienes, el que adquiera o posea los bienes los 
referidos vienes con ánimo de lucro, se entiende por bienes para efectos de esta ley 
los objetos de cualquier clase apreciables en dinero, corporales o incorporales, 
muebles o inmuebles, tangibles o intangibles, como asimismo los documentos o 
instrumentos legales que acreditan la propiedad u otros derechos sobre los mismos. 
Así se establece según el cometido las siguientes penas:  
“Artículo 28.- Los que se asociaren u organizaren con el objeto de llevar a cabo 
algunas de las conductas descritas en el artículo anterior, serán sancionados por este 
solo hecho, según las normas que siguen: 
 1.- Con presidio mayor en su grado medio, al que financie, ejerza el mando o 
dirección, o planifique los actos que se propongan, y 
 2.- Con presidio mayor en su grado mínimo, al que suministre vehículos, armas, 
municiones, instrumentos, alojamiento, escondite, lugares de reunión, o colabore de 
cualquier otra forma para la consecución de los fines de la organización. 
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 Cuando la asociación se hubiere formado a través de una persona jurídica, se 
impondrá además, como consecuencia accesoria de la pena impuesta a los 
responsables individuales, la disolución o cancelación de la personalidad jurídica.”34 
Se establece una pena condenatoria a los responsables directos, en el caso de 
la persona jurídica, por lo tanto la labor podría abarcar más allá de sanción monetaria, 
si sabe utilizar bien la hermenéutica y se aplicara correctamente la ley.  
“La investigación realizada para verificar los delitos será siempre secreta para 
terceros ajenos y terceros afectados del procedimiento, respecto del imputado y los 
demás que intervengan, el fiscal podrá establecer si es secreta o no cuando lo estipule 
conveniente, por un plazo máximo de seis meses que podrán renovarse con 
autorización del juez de garantía solo por una vez y por el mismo plazo. El ministerio 
público podrá solicitar al juez de garantía que decrete cualquier medida cautelar a fin 
de que se detenga la realización del delito.”35 
Cabe destacar que la ley 19.913 destaca ampliamente el tema del secreto 
profesional y el de reserva de la información, esto queda demostrado cuando se 
señala la discusión entre el Colegio de Abogados y el Colegio de Periodistas contra la 
Comisión Redactora del Proyecto de ley. Además un segundo elemento a destacar es 
la relevancia, obviamente necesaria, siendo la UAF una institución fiscalizadora, es el 
Deber de Informar que deben cumplir las empresas, siendo sancionado también el 
hecho de no efectuar los debidos informes, que se traduce en un previo 
conocimiento de lo ilícito de la actuación. 
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Una de las preocupaciones más importantes para los distintos países, está 
relacionada con el conocimiento que se tenga sobre el origen del dinero.  
Cuando el blanqueo de dinero es producto del narcotráfico, de delitos graves, 
producto de evasión o elusión fiscal, circunscrito a un determinado país, se generan 
múltiples complicaciones para esa sociedad y economía. Frank Niño (2009) 
menciona la falta de estabilidad económica, la baja en las inversiones extranjeras en 
aquellos países, como consecuencia de este delito, puesto que pierden reputación y 
además genera un elevado riesgo social, puesto que como se verá más adelante este 
fenómeno tiende a estar relacionado en mayor medida al narcotráfico.   
Uno de los efectos macroeconómicos más graves del blanqueado de dinero 
es en el sector privado, ya que quienes los practican emplean empresas de fachada 
que mezclan las ganancias de actividades ilícitas con fondos legítimos, para ocultar 
ingresos mal habidos. Según Frank Niño (2009), en Estados Unidos 
la delincuencia organizada ha utilizado las pizzerías para encubrir ganancias 
provenientes de la heroína. Referente a dicho país, este autor menciona que puede 
tomarse de antecedente por ser, Estados Unidos, el país que mayor influencia ha 
tenido en la configuración de los tratados internacionales sobre fiscalización 
de drogas, puesto que el notable incremento de las transacciones comerciales de 
origen extranjero, sobre todo de evasión tributaria y fiscal, lo que motivó con el paso 
de los años, una creciente preocupación por parte de las autoridades sobre el origen 
ilícito de grandes sumas de dinero que ingresaban y salían de los EE.UU.  
Según el autor los informes oficiales indican que el proceso de blanqueo de 
dinero en moneda circulante, se origina en EE.UU., Canadá y Europa y que 
posteriormente se proyectan a los países de economía marginal dependientes 
del Imperialismo. De la misma manera afirma que el dinero proveniente del lavado 
de dinero de países como Perú, Colombia, México y Bolivia se realiza de cocadólares 
en dólares o moneda nacional circulante. Siendo el lavado de dinero y 










La base de la legislación estadounidense sobre lavado de dinero es la Ley del 
Secreto Bancario de 1970 (BSA), por la que no se declara delito el lavado, sino que se 
exige a las instituciones financieras establecer y mantener un registro de diversos 
tipos de transacciones que permita seguir su rastro (Niño, 2009). 
Con el incremento del tráfico de drogas, la alarma por el lavado de dinero 
cundió en el Congreso de Estados Unidos, que decidió reescribir en 1984, al declarar 
las infracciones de la ley del secreto bancario, con arreglo a la Ley de Organizaciones 
Corruptas y Bajo la Influencia del Crimen Organizado (RICO).Finalmente, según la 
Ley de Lavado de Dinero de 1986, se tipificaba esta actividad como delito federal. Se 
añadían tres nuevos delitos al código penal: ayudar a sabiendas a lavar dinero 
procedente de actividades delictivas, participar a sabiendas en una transacción de más 
de 10.000 dólares que entrañe bienes procedentes de actividades delictivas y 
organizar transacciones destinadas a eludir los requisitos de declaración previstos en 
la BSA. (Niño, 2009) 
La Ley de Supresión del Lavado de Dinero de 1994, se ocupa de las 
disposiciones sobre conspiración y organización contenidas en la ley, mientras que la 
Ley de Prevención del Terrorismo de 1996, añadía los delitos de terrorismo como 
actividades que constituyen la norma del crimen organizado a los delitos de lavado de 
dinero. Las sanciones penales incluyen penas de prisión de hasta 20 años y multas 
por un máximo de 500.000 dólares o el doble del valor de los instrumentos 
monetarios en cuestión, si éste es superior a los 500.000 dólares. Además de las 
sanciones penales, los infractores pueden ser objeto de sanciones civiles por una 
cantidad equivalente al valor de los bienes, fondos o intereses monetarios 
relacionados con una transacción. (Niño, 2009) 
De acuerdo con lo que plantea este autor, se puede ver que las penas 
contempladas en estas leyes eran mucho más leves. Pero desde la perspectiva 
monetaria, la situación de los encausados se pone realmente seria cuando entran en 
juego las leyes sobre decomiso. Con el decomiso se pretende impedir a los 








comisión. Con arreglo a la Ley de Reforma del Decomiso Civil de Bienes de 2000, el 
gobierno de Estados Unidos tiene ahora que salvar un obstáculo algo mayor para 
incautar y decomisar bienes.(Niño, 2009) 
Todos estos factores además de La Red de Aplicación de las Leyes contra los 
Delitos Financieros (FinCEN), establecida por orden del Departamento del 
Hacienda en 1990 para prestar apoyo analítico a los organismos de ejecución de la 
ley, colaboran para que Estados Unidos tenga un fuerte control sobre la temática y 
una ley quizás más severa a través de la cual el castigo se hace más patente y por ende 
más adecuado a los casos y preventivo.  
De manera de graficar el polo opuesto a la situación de los Estados Unidos se 




Paraguay es un centro principal de lavado de dinero, que involucra tanto a 
sectores financieros bancarios y no bancarios. El autor Frank Niño (2009) habla de 
Paraguay como un país muy importante de tránsito de droga y señala que el 
Gobierno Paraguayo sospecha que los créditos obtenidos del tráfico de narcóticos se 
lavan a menudo, pero es difícil determinar qué porcentaje de fondos lavados está 
generado en forma directa por la venta de narcóticos. 
La realidad de este país da cuenta de controles débiles en el sector financiero, 
una frontera abierta, y una mínima actividad de ejecución de la ley para crímenes 
financieros que permiten a los lavadores de dinero y terroristas financieros 
aprovecharse del sistema financiero paraguayo. Siendo este muy vulnerable al lavado 
de dinero dado que se requiere poca información personal para abrir una cuenta en 
un banco o para hacer transacciones financieras en el país. Los bancos extranjeros se 
registran en Paraguay y se permite a los no residentes tener cuentas bancarias, pero 
las regulaciones actuales prohíben que los bancos publiciten o busquen depósitos 
provenientes del exterior. No se considera a Paraguay como un centro financiero 








extraterritoriales mantengan oficinas representativas en el país. A diferencia de lo que 
ocurre en los Estados Unidos (Niño, 2009). 
Según lo señalado por Frank Niño (2009). Hasta el día de hoy se realizan 
pocas investigaciones criminales y muchos menos procesamientos de funcionarios de 
alto rango del Gobierno del Paraguay sospechados de estar implicados en la 
importación clandestina de productos de contrabando o pirateados. Y tanto los 
funcionarios gubernamentales, tanto en Paraguay como en los Estados Unidos, 
también sospechan que el área es una fuente de financiamiento terrorista. Paraguay 
ha tomado algunas medidas para atacar esta economía "gris" y para elaborar 
estrategias con el fin de implementar una economía diversificada y formal (Niño, 
2009). 
El lavado de dinero es un delito penal de acuerdo con las dos legislaciones 
vigentes para lavado de dinero de Paraguay, la ley 1015 del año 1996 y el Artículo 196 
del Código Penal adoptado en el año 1997. 
Artículo 196.- “Lavado de dinero  
1º El que: 
1. Ocultara un objeto proveniente de un crimen; un hecho punible realizado por un 
miembro de una asociación criminal prevista en el artículo 239. 
2. Respecto de tal objeto disimulara su procedencia, frustrara o peligrara el 
conocimiento de su procedencia o ubicación, su hallazgo, su comiso, su comiso 
especial o su secuestro, será castigado con pena privativa de libertad de hasta cinco 
años o con multa. 
2º La misma pena se aplicará al que: 
1. Obtuviera un objeto señalado en el inciso anterior, lo proporcionara a un tercero; o 
2. Lo guardara o lo utilizara para sí o para otro, habiendo conocido su procedencia en el 
momento de la obtención. 








4. Cuando el autor actuara comercialmente o como miembro de una banda formada 
para la realización continuada de lavado de dinero, la pena privativa de libertad podrá 
ser aumentada hasta diez años. Se aplicará además lo dispuesto en los artículos 57 y 
94. 
5. El que en los casos de los incisos 1º y 2º, y por negligencia grave, desconociera la 
procedencia del objeto de un hecho antijurídico señalado en el numeral 1 del inciso 
1º, será castigado con pena privativa de libertad de hasta dos años o con multa. 
6. El hecho no será punible conforme al inciso 2°, cuando el objeto haya sido obtenido 
con anterioridad por un tercero de buena fe. 
7. A los objetos señalados en los incisos 1º, 2º y 5º se equipararán los provenientes de 
un hecho punible realizado fuera del ámbito de aplicación de esta ley, cuando el 
hecho se halle penalmente sancionado en el lugar de su realización. 
8. No será castigado por lavado de dinero el que: 
1. Voluntariamente informara o hiciera informar sobre el hecho a la autoridad 
competente, siempre que éste aun no haya sido totalmente o parcialmente 
descubierto, y que el autor lo supiera; y 
2. En los casos de los incisos 1º y 2º, bajo los presupuestos del numeral 
anterior, facilitara el secuestro de los objetos relativos al hecho punible. 
3. Cuando el autor, mediante la revelación voluntaria de su conocimiento, 
haya contribuido considerablemente al esclarecimiento.”36 
Como se puede apreciar, si bien es una economía bastante permeable y 
vulnerable, tiene mecanismos de control y prevención que no distan mucho de otros 
países ni tampoco del nuestro. Pero sí marca la diferencia el hecho de la escasa 
disposición en el control, en la regulación y la baja voluntad política para hacer frente 
al fenómeno que se estudia. Siendo esta “voluntad política” en la aplicación de las 
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medidas, una de los factores claves en el éxito, control y prevención de los delitos. 




El  proceso de blanqueo de dineros en Perú estaba previsto en el artículo 296-
B del Código Penal, modificado por la Ley Nº 27765. Siendo necesario aclarar que 
los artículos 296 °A y 296°B han sido derogados por la ley Nº 27765, que se dio el 26 
de Junio del 2002.  
La técnica legislativa del delito de lavado de activos es incorporado a través 
de dos modalidades de ejecución. La primera, prevista en el artículo 296ºB, se 
relacionada con los actos de conversión, transferencia y ocultamiento de los bienes 
originados o derivados del tráfico ilícito de drogas. Y la segunda, tipificada en el 
artículo 296ºB, dedicada a los actos de lavado de dinero a través del sistema 
financiero o mediante procedimientos de repatriación de capitales. El autor menciona 
que la fuente legal de la criminalización del lavado de dinero en Perú se ubica en un 
modelo sumamente cuestionado como la Ley Argentina 23.737 sancionada el 21 de 
setiembre de 1989. 
Concretamente, el artículo 296ºB se limitaba a reproducir en lo esencial el 
contenido del artículo 25º de dicha ley, el cual prescribía lo siguiente: "Será reprimido 
con prisión de dos a diez años y multa de seis mil a quinientos mil australes, el que 
sin haber tomado parte ni cooperado en la ejecución de los hechos previstos en esta 
ley, interviene en la inversión, venta, pignoración, transferencia o cesión de las 
ganancias, cosas o bienes provenientes de aquéllos, o del beneficio económico del 
delito siempre que hubiese conocido ese origen o lo hubiera sospechado. Con la 
misma pena será reprimido el que comprare, ocultare o receptare dichas ganancias, 
cosas, bienes o benéficos conociendo su origen o habiéndolo sospechado". (Niño, 
2009) 
Dicha observación era también aplicable al dispositivo 296ºB peruano, con el 








de su homólogo argentino, sino que, además, omitió incluir normas que, como 
el párrafo cuarto del artículo 25º de la Ley 23.737, servirían como paliativo legal a los 
potenciales riesgos de arbitrariedad que derivaran de la amplitud de la fórmula típica. 
En efecto, el 25 de febrero de 1992 fue promulgada la Ley 25404 que modificó el 
artículo 19º del Código Penal, que precisaba las formas calificadas del delito de 
receptación tipificado en el artículo 194º. Según el inciso segundo del nuevo numeral 
195º la pena privativa de libertad sería: "No menor de 6 ni mayor de 15 años y de 180 
a 365 días-multa, e inhabilitación conforme al Art. 36º inciso 1), 2) y 4) cuando se 
trate de bienes provenientes de delitos de tráfico ilícito de drogas 
o terrorismo".(Niño, 2009)    
Situación Argentina 
 
Según Edgardo Varela (2007) la República Argentina ha sido evaluada por el 
GAFI.Y dicho organismo ha formulado distintas objeciones al país, dado que aún 
existen ciertos requerimientos, como penar el autolavado, que obligarían a una 
reforma profunda de su Código Penal, porque el autoencubrimiento es impune. 
Asimismo, el GAFI ha recomendado considerar responsables por el delito de lavado 
de activos a quienes cometieron efectivamente el lavado y el delito precedente, y que 
el delito de lavado de activos sea tipificado como una figura autónoma en el Código 
Penal, ya que está tipificado como una especie de encubrimiento agravado y la 
estructura del tipo penal no es clara, sobre todo en lo referente a la condición de que 




En el caso de Colombia con el propósito de evitar el lavado de dinero, en el 
país crea la Unidad de Información y Análisis Financiero en adelante UIAF, que es 
“la entidad del Estado encarga de centralizar, sistematizar y analizar datos 
relacionados con operaciones de Lavado de Activos a través de la ley 526, que se 
realizará sobre la base de Reportes de Operaciones Sospechosas, que son enviados a 








son analizados para verificar la información y la efectividad de que no exista ningún 
delito como tráfico de armas, enriquecimiento ilícito, etc. Delitos que constituyen 
lavado de activos.”37 
Al igual que la UIAF la Unidad de Análisis Financiero de Chile también es un 
servicio público con personalidad jurídica y patrimonio propio, relacionado con el 
Estado a través del Ministerio de Hacienda. 
El objeto principal de esta unidad es la prevención y detección del lavado de 
activos, para lo cual recopila, sistematiza y analiza la información para poder 
identificar casos potencialmente relacionados con el delito en cuestión, y entregarlos 
a las autoridades competentes; también deberá analizar las diferentes modalidades de 
comisión del delito, dando a conocer la información obtenida con el fin de adelantar 
políticas y establecer instrumentos de prevención y control de los delitos.  
Una de las cosas a destacar de la situación colombiana es que dentro de la 
estructura orgánica establecida por la UIAF de Colombia los empleos de la unidad no 
son de carrera administrativa, siendo los Servicios Públicos de libre nombramiento y 
remoción. A diferencia del caso chileno, puesto que según la ley 19.913 señala que el 
personal de planta como el de contrata se regirá por las normas del Estatuto 
Administrativo, esto con el fin de lograr una eficiente organización unida a una 
transparencia respecto al tema de la remoción, en el caso de los funcionarios de la 
planta de directivos; estos son de exclusiva confianza del Director, por lo que él 
puede removerlos y nombrarlos, en cuanto a los demás funcionarios se rigen 




Según Edgardo Varela (2007) el fenómeno de lavado de dinero tiene un 
marcado carácter internacional. Este fenómeno sobrepasa las fronteras nacionales de 
                                                             
 








los Estados e implica su desarrollo en otros, con los cambios de soberanía y 
jurisdicción que conlleva. Lo que se denomina "globalización de las actividades de 
blanqueo de capitales". El blanqueo de dinero tiene lugar a una escala enorme. Es 
poco todo lo que se diga de los efectos corrosivos del blanqueo de dinero sobre las 
instituciones democráticas y políticas, si bien es difícil estimar hasta qué punto socava 
las economías con los datos de que se dispone actualmente. Lo cierto es que ninguna 
institución financiera y ningún país están a salvo de este fenómeno. Sin embargo, 
como se ha visto, Chile tiene un sistema que además de controlar y prevenir a nivel 
nacional colabora con estas mismas estrategias a nivel sudamericano y mundial, lo 
cual es positivo en cuanto a que no es un sistema económico frágil ni excesivamente 
permeable a este tipo de delitos como lo puede ser por ejemplo Paraguay  
Hasta la fecha, los esfuerzos para prevenir y combatir el blanqueo de dinero 
se han visto obstaculizados por diferencias idiomáticas y culturales, y diferencias 
entre códigos penales y prácticas en materia de justicia penal, así como por el deseo 
de proteger la soberanía nacional (Varela, 2007). Y mientras no se controle este 
fenómeno, la solución del problema será cada vez más difícil y las consecuencias más 
graves recaerán sobre las economías frágiles perjudicando a su vez todo el sistema 
económico global. De ahí la importancia del desarrollo de estrategias a nivel local 
como internacional.  
 
La siguiente autora Diana Arias (2009) propone que la dificultad del proceso 
que se está describiendo se explica en que el afán de eficacia que inspira el diseño de 
las medidas internacionales en materia, por ejemplo, de narcotráfico, de criminalidad 
organizada, de terrorismo y de «lavado de activos», impide quelas iniciativas que se 
recomiendan alcancen un suficiente grado de compatibilidad con sistemas de 
garantías exigentes, posiblemente adaptados en los ordenamientos que las adoptan. 
En otras palabras, la configuración supranacional del «lavado de activos» y de las 
medidas que pretenden reducirlo, se caracteriza, precisamente, por la flexibilización y 
desformalización de las reglas de imputación y de los principios garantistas. Y eso 
explicaría el  por qué, cuando se empieza el análisis de este delito desde un 
ordenamiento jurídico determinado, se encuentran grandes dificultades para darle 
una solución racional a los problemas de injusto, como la autoría y participación, e 








Siguiendo a esta autora entonces se podría pensar sin duda que dicho proceso 
puede realizarse en países tan distintos como son Alemania, España y Colombia, en 
tanto sus legislaciones sean similares, para que todas respondan a las mismas 






























Tipologías y señales de alerta de lavado de activos en Chile 
 
El lavado de dinero es un flagelo económico y financiero, frente a cuyas 
consecuencias sociales ningún país es inmune. Las estimaciones más recientes del 
Fondo Monetario Internacional (FMI) indican que anualmente se blanquea entre el 
2% y el 5% del Producto Interno Bruto mundial. Ante ese escenario, Chile no es la 
excepción. 
Durante el periodo del año 2007 al 2011, se han registrado 42 condenas por 
el delito de lavado de activos, en estos fallos se refleja cómo las redes criminales han 
logrado permear diversos sectores productivos nacionales y lavar así fondos 
obtenidos en actividades ilícitas. 
Es igualmente revelador comprobar que no solo el narcotráfico requiere de 
operaciones para lavar dinero sucio, existen otros delitos, como el fraude al fisco e 
incluso la trata de personas, que han originado en Chile maniobras comprobadas de 
blanqueo de fondos ilícitos, tal como lo reflejan las condenas que se detallarán más 
adelante. 
A fines de diciembre de 2011, las personas naturales y jurídicas de los 36 
sectores económicos fiscalizados por la UAF totalizaron 4.116 entidades, distribuidas 
en todo el país, sin embargo queda aún sectores que necesitan ser investigados, como 
las empresas automotrices que las utilizan mucho para el lavado de dinero. 
Previo a analizar cada caso, se resumirá el informe conforme a lo señalado 
por la UAF. 
La revisión de los 42 casos reales, ocurridos, detectados, perseguidos y 
castigados en Chile por lavado de activos entre 2007 y 2011, arroja entre sus 
conclusiones más relevantes que: 
 “80 personas fueron condenadas en Chile por lavar dinero, durante el periodo 
analizado. 
 El 88% de las sentencias definitivas condenatorias por el delito se concentra en los 
últimos tres años (37 de los 42 fallos fueron dictados entre 2009 y 2011). 
 Solo 19 de las condenas por lavado de activos (45% del total) incluyeron el comiso 








cometerlo. Con ello, el total de comisos por lavado de dinero entre 2007 y 2011 en 
Chile ascendió a 2.853,5 millones, de los cuales el 43%, fue confiscado en 2011 
(1.215,6 millones). 
 El 35% del total de comisos del periodo 2007 - 2011 se confiscó en dinero; mientras 
que el 34,7% correspondió a inmuebles; y el 30,3% a vehículos.  
A su vez, del total de fondos decomisados en dinero (997,5 millones), el 44% 
correspondió a moneda convertible y el 31%, a efectivo. 
 El principal delito base de lavado de activos en Chile es el narcotráfico, cometido en 
36 de los casos sentenciados en el periodo (86% del total). El restante 14% 
correspondió a delitos de malversación de caudales públicos, trata de personas, 
corrupción y fraude al fisco. 
 Las notarías y las empresas de compra y venta de automóviles son los sectores 
económicos más frecuentemente utilizados por los lavadores en sus operaciones de 
blanqueo, en términos del número total casos sentenciados en que se detectó que 
fueron usados por las organizaciones criminales. 
Ambos sectores figuran como vulnerados en el 80% de los fallos definitivos 
condenatorios (34 de las 42 sentencias), de los últimos cinco años. 
 Otros sectores afectados entre 2007 y 2011 fueron los conservadores de bienes raíces 
(utilizados en el 52% del número de casos sentenciados); los corredores de 
propiedades y las empresas de gestión inmobiliaria (45% de los casos) y los bancos 
(33% del total). 
 Las señales de alerta de operaciones de lavado de activos más habitualmente 
presentes en las 42 sentencias definitivas condenatorias del periodo corresponden a: 
clientes que no se condicen con la capacidad económica y el perfil que pretenden 
simular; clientes que en breve periodos de tiempo surgen como propietarios de 
importantes y nuevos negocios; y reiteradas operaciones a nombre de terceros.”38 
 
En resumen “se dictaron 42 condenas por lavado de activos entre el año 2007 
y 2011, en el marco del nuevo sistema procesal penal vigente en nuestro país. En 
                                                             
 








estos fallos fueron sentenciadas 80 personas acusadas de blanquear fondos ilícitos y 
se decretó el comiso de dinero, bienes y vehículos valorizados en  2.853,5 millones.”39 
 
Modus operandi de la Unidad de Análisis Financiero 
 
Con respecto al informe correspondiente a los años 2007 al 2011 se 
configuran 42 sentencias y por tanto detecciones de movimientos injustificados que 
se traducen en las señales de alerta, se precisa demostrar algunos de los casos 
señalados a fin de ejemplificar la labor realizada por la UAF 
En primer lugar tenemos el llamado “Pilar del Norte”, nombre que establece 
la institución que sirve de guía, delito de base se configura el tráfico de drogas, 
número de condenados uno, pena principal 5 años y un día más multa de 100 UTM, 
pena de comiso la suma de 42.226.956 millones de pesos. 
 
Descripción del caso “Pilar del Norte” 
Patricio Ricardo Vera Salgado participó en un transnacional dedicada al 
tráfico de drogas, esta organización, liderada por un sujeto de nacionalidad mexicana 
no identificado y sólo conocido como “El Bolívar”, mantuvo una coordinada cadena 
de mando que asignaba funciones a sus distintos miembros. Las instrucciones sobre 
cómo ejecutar las operaciones eran recibidas en Chile y desde nuestro país se 
administraban los medios para asegurar la administración de los recursos humanos y 
materiales que permitirían asegurar la internalización de la droga, su guarda, y la 
preparación para su exportación clandestina, permitiendo así la evasión de los 
controles policiales y aduaneros. 
 
Patricio Ricardo Vera Salgado se encargó de evaluar todas las alternativas en 
el mercado financiero con el fin de no hacer notar los movimientos injustificados y 
malos usos del dinero, para posteriormente poder ocultar los dineros son levantar 
sospechas. Realizó múltiples movimientos, giros en casa de cambio, se trae dinero en 
                                                             
 








efectivo se procede a la compra de un camión para poder traer las droga, al recibir 
cantidades injustificadas de dinero en su cuenta corriente realizadas por casas de 
cambio permitía ocultar ya que no quedaba rastro, posteriormente adquiría vehículos 
a nombre de terceros. 
 
A fin de aumentar las ganancias en sus negocios, gestionó la compra de una 
empresa frutícola por un monto de 163.583 dólares (berries y arándanos de varios 
tipos y procesos), usándola como sociedad de fachada. Además, se contactó con el 
administrador de una empresa exportadora de frutas, con el fin de utilizar sus 
instalaciones y giro comercial para usufrutuar los conocimientos que el contactado 
poseía en la exportación. 
 
Asimismo, realizó declaraciones de impuestos al Servicio de Impuestos 
Internos (SII) para poder inscribir a la familia de su jefe en una Isapre, y para 
arrendar un departamento, debido a que este último no tenía actividad remunerada 
alguna. A esto, se suman las declaraciones de renta que no hizo en años previos al 
2006, y que para ese mismo año resultaron ser Pagos Provisionales Mensuales sobre 
un millón, que no concuerda con la actividad que llevó a cabo la sociedad de fachada. 
 
Señales de Alerta Detectadas 
• “Operaciones que no se condicen con la capacidad económica ni el perfil del 
cliente. 
• Cliente que en un corto período de tiempo aparece como dueño de importantes y 
nuevos negocios y/o activos. 
• Cliente que, sin justificación aparente, comienza a recibir transferencias desde el 
exterior de elevado monto o con alta periodicidad. 
• Cambio repentino del comportamiento financiero de un cliente. 
• Reiteradas operaciones a nombre de terceras personas. 
• Aumento sustancial de depósitos en efectivo o de transacciones en divisas, sin 
justificación financiera y, particularmente, en los casos en que dichos montos son 









• Cuentas corrientes que reciben frecuentes depósitos de altos montos de dinero 
provenientes de países usualmente asociados con el cultivo, producción y/o venta de 
drogas. 
• Incremento repentino de las operaciones de compra y venta de divisas de una 
persona sin justificación, dado el perfil y actividad económica. 
• Transferencias solicitadas por un cliente y remitidas a sí mismo o a otra única 
persona, en diferentes países y en un corto período de tiempo. 
• Compras realizadas para terceros, que permiten el anonimato en la propiedad de los 
bienes. 
• Indicios de que el comprador no actúa por su cuenta y que intenta ocultar la 
identidad del verdadero comprador de una propiedad.”40 
 
Tipologías identificadas 
Sociedad de Fachada: usada para inyectarle fondos ilícitos, darles 
apariencia de legalidad e ingresarlos al sistema financiero. 
 
Descripción del caso “Casa Grande” 
 El delito base de este caso es de trata de personas, condenados uno, pena 
principal 541 días más multa de 60 UTM, pena de comiso 16.215.116 millones 
de pesos. 
Carmen Patricia Salinas Standen cometió el delito de trata de personas 
para realizar comercio sexual con personas de nacionalidad extranjera, cuyo 
ingreso al país fue tramitado por ella misma, con esta actividad ilícita lograba 
acumular cuantiosas sumas de dinero. 
Estás sumas de dinero logró ocultarlas utilizando empresas creadas con 
el fin de servir como fachada, y realizó un depósito a fondos mutuos por la 
suma de 16.215.116 millones de pesos. 
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Señales de Alerta Detectadas 
• “Operaciones que no se condicen con la capacidad económica ni el perfil del 
cliente. 
• Cliente que en un corto período de tiempo aparece como dueño de importantes y 
nuevos negocios y/o activos.”41 
 
Tipologías identificadas 
Sociedad de Fachada: utilizada en actividades de prostitución. A través de esta 
sociedad se inyectaron fondos, a los que se buscó darles apariencia de legalidad para 
ingresarlos al sistema financiero. 
Descripción del caso “MOP VI” 
Delito de base es la corrupción, la pena principal de 3 años un día y pena de 
comiso 45.733.576 millones de pesos y una multa de 5.000.000 millones de pesos.  
Don Miguel Arturo Vásquez Fernández ex jefe de Conservación Regional de la 
División de Vialidad de la Región de O´Higgins, se asoció con Aldo Rossi Rossi, ex 
funcionario de la Subdirección de Mantenimiento del Ministerio de Obras Públicas a 
nivel central, y con el dueño de una sociedad de fachada, los tres cometieron el delito 
de fraude al fisco al manipular licitaciones públicas para conveniencia propia y 
realizar cohecho sobre funcionarios públicos. 
Miguel Vásquez Fernández utilizando su posición de funcionario público se contactó 
con personas provenientes del sector privado para realizar las acciones ilícitas como 
las anteriores mencionadas y contrató a funcionarios públicos con el objeto mantener 
un control absoluto de cada una de las etapas de ejecución de los trabajos, su 
fiscalización, pagos mensuales y control de obras. Estos contratos obviamente no se 
cumplieron a cabalidad, además de entregar regalías, aumentar los sueldos, etc. 
Ocasionando un grave perjuicio al Estado. Para ocultar los movimientos de dinero, 
los bienes que provenían de una seria de delitos realizados por los funcionarios, las 
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negociaciones y enriquecimiento ilícito, fraude de cohecho, crea dos empresas 
constructoras junto con su socia que a su vez era su cónyuge siendo, a través de estas 
empresas de estas empresas de fachadas, facturaron a otra empresa constructora la 
suma de  272.654.879 millones ahí se logró difuminar los ingresos de las obras 
realizadas, y así también todas las empresas de fachadas creadas para el traspaso de 
dinero, estas transacción ingresaron al sistema económico y también a los registro de 
las UAF. 
 
Señales de Alerta Detectadas 
• Incremento de la facturación del negocio del sujeto, sin razón que lo justifique, la 
que se evidencia en la actividad de las cuentas. 
• Que el sujeto investigado en un corto período de tiempo aparece como dueño de 
importantes y nuevos negocios y/o activos. 
• El caso corresponde a un Cliente de la Unidad con características PEP (persona 
expuesta políticamente) que realiza operaciones que están fuera de lo habitual 
respecto de su comportamiento anterior. 
• Incremento repentino de las operaciones de compra y venta de divisas de una 
persona, sin justificación, dado su perfil y actividad económica. 
• Empleados con un estilo de vida que no corresponde con el monto de su salario, en 
el caso de los funcionarios públicos contratados. 
 
Tipologías identificadas 
Sociedad de Fachada: usada para inyectarle fondos ilícitos, darles apariencia de 
legalidad e ingresarlos al sistema financiero. 
 
Descripción caso “Muebles” 
 El delito base de este caso es fraude al fisco, condenados es uno cuya pena 
principal es 541 días más una multa de 10 UTM y la pena de comiso de 146.024.512 
millones de pesos. 
 El Gobierno Regional de Tarapacá presentó proyectos de licitación pública 
cuya empresa en cuestión se adjudicó dos proyectos que contemplaban reposición de 








Departamento de Inversión y Control y del Jefe de la División de Análisis y Control 
del Gobierno Regional, se pagó a la empresa Usuaria de Zona Franca con 
anticipación, está entrego luego de hecho el depósito la boleta en garantía a los 
funcionarios mencionados, estos autorizaron las obras. Sin embargo dicha empresa 
no cumplió con lo pactado siendo lo cierto que entregaron bienes de menos cantidad 
y calidad; el Gobierno Regional exigió que se cumpliera el contrato la empresa trato 
de pagar con todo lo solicitado, pero aún así jamás se pago con el real valor de lo 
acordado. 
 Otro proyecto realizado por la empresa le correspondía la instalación de 
laboratorios computacionales para la Municipalidad de Iquique, se emitió una factura 
con el cobro por parte de la empresa entregándosela a una empresa de Factoring y al 
realizar el cobro al Gobierno Regional este no accedió al pago por encontrar que la 
factura era falsa, la empresa de Factoring inicia un proceso de cobranza contra el 
Gobierno Regional, siendo esta asesorada por la empresa Usuaria de Zona Franca 
por su abogado y dueño de esta don Diego Alonso Huava Grone, la corte falló a 
favor de la empresa de Factoring y condena al Gobierno Regional al pago de 527 
millones de pesos más intereses de 155.000.000 millones de pesos.  
 Así la empresa de Factoring trató de ocultar los dineros adquiriendo un 
inmueble, que luego traspaso a través de una simulación de un  contrato de 
compraventa a Diego Alonso Huava Grone, ya que este se encontraba arrendado por 
un tercero, este mismo a su vez realizó un depósito de US $ 542.000 en una cuenta 
corriente dineros que fueron invertidos en fondos mutuos, cobro los intereses 
generados por el Factoring a través de tres vale vista. Todo lo anterior hace ser un 
sujeto altamente notorio de investigación, ya que son sumas injustificadas para su 
persona él no contaba con recursos para realizar tantas transacciones. 
 
Señales de Alerta Detectadas 
• Operaciones que no se relacionan con la capacidad económica, ni el perfil del 
sujeto investigado 
• Que injustificadamente el sujeto en un corto período de tiempo aparece como 








• Clientes analizado por la UAF, pues que frecuentemente realiza depósitos en 
efectivo para cubrir órdenes de pago, transferencias de dinero u otros instrumentos 
liquidables. 
• Cambio repentino del comportamiento financiero de un cliente. 
• Depósitos sustanciales e inusuales en efectivo realizados por un individuo (persona 
natural o jurídica) que por su actividad regularmente no debería trabajar con efectivo 
sino que, mayoritariamente, con cheques u otros instrumentos financieros. 
• Individuos que toman una posición de largo plazo y en corto plazo retiran los 
fondos y los trasladan a otra cuenta, con la consecuente pérdida económica. 
 
Tipologías identificadas 
Sociedad de Pantalla: usada para mezclar ganancias de negocios legales con fondos 
ilícitos e ingresarlos, así, al sistema financiero. 
Prestaciones de identidad  usados para inscribir bienes a nombres de terceros y 
ocultar a sus legítimos dueños. 
 
Descripción del caso “La playa” 
El delito base de este caso es tráfico de drogas, cuya pena principal es de 5 
años un día más una multa de 200 UTM y no contempla pena de comiso. 
Don Elías Exeni Vallejos participó en una red de narcotráfico realizando 
numerosas gestiones que le dejaron grandes ganancias, este distribuyó droga en 
Santiago que traía desde Argentina, con el fin de ocultar la procedencia de los dineros 
a través de un asociado con una casa de cambio realizando operaciones de cambio de 
moneda chilena a dólares por transacciones que fluctuaban entre los 20 o 30 millones 
de pesos, dicha colusión con la casa de cambio permitió realizar intercambio de 
dineros sin entrega de boletas o facturas, montando un sistema de transferencia 
informal de fondos donde en Chile se entregaba dinero y, sin mediar traslado físico 
de los fondos, en Argentina se entregaba la misma cantidad en dólares, esto se 
realizaba para pagar las drogas que eran internadas en el país, este tipo de 
operaciones es conocido como “Black Market Peso Exchange”. En el momento en 
que Elías Exeni Vallejos ingreso al país declaró ser un empresario del sector minero 








cuenta corriente ni iniciación de actividades, nada en exactitud que demostrara que 
era un empresario minero. 
 
 Señales de Alerta Detectadas 
• El cambio inusual de grandes cantidades de dinero en efectivo de bajo valor por 
billetes de la misma moneda pero de alta valor. 
• La compra de elevados montos de dinero en moneda extranjera o compra de un 
tipo de divisas con alguna otra moneda extranjera. 
• El incremento repentino de las operaciones de compra y venta de divisas de una 
persona sin justificación, dado su perfil y actividad económica. 
• Por supuesto, la transacción de operaciones que no se condicen con la capacidad 
económica ni el perfil del cliente. 
• Y las reiteradas operaciones a nombre de terceras personas. 
 
Tipologías Identificadas 
Black Market Peso Exchange: sistema informal de transferencia de fondos de 
un país a otro, que además reduce los costos de las transacciones. 
 
Descripción del caso “Universidades” 
Dentro de este caso están vinculadas las Universidades del Mar, Pedro de 
Valdivia y la Universidad Internacional SEK dichas instituciones se vieron 
involucradas en Delitos de cohecho y lavado de activos, pues están siendo 
investigadas por estos delitos debido a los movimientos de dinero, a las 
contrataciones injustificadas y parentales en sus independencias y fundamentalmente 
por adquirir la acreditación universitaria por parte de la Comisión Nacional de 
Acreditación bajo corrupción tanto del Directorio de cada universidad, como del 
Presidente interino de la Comisión don Luis Eugenio Díaz. 
El imputado en el caso Luis Eugenio Díaz Corbalán con la calidad anterior señala 
dentro de la Comisión Nacional de Acreditación (CNA) realizó reuniones con los 
rectores de las universidades siendo don Héctor Zúñiga Salinas rector de la 
Universidad del Mar y don Angel Maulén rector de la Universidad Pedro de Valdivia 








Universidad SEK don Enrique Schroder Quiroga desde el año 2011; todo esto a fin 
de colaborar con ellos y sus instituciones para que lograsen la acreditación 
infringiendo gravemente los deberes de su cargo, a cambio de pagos por dicha labor 
ilícita y de beneficios económicos a favor de terceros. Entre sus infracciones 
realizadas en sus funciones, don Luis Díaz influyó escogiendo a sus pares 
evaluadores y al relator del proceso de acreditación, realizó reuniones con rectores de 
las universidades en cuestión, reviso los informes anticipadamente de auto evaluación 
entregándoles éstos a las entidades para que cumplieran a cabalidad los estándares 
solicitados por la CNA, todo esto ayudado por ser Luis Díaz el presidente de la 
Comisión.  
 
En cuanto a la Universidad del Mar, Universidad Pedro de Valdivia y Universidad 
Internacional SEK con sus respectivos rectores y representantes legales fueron 
formalizados las por Delito de Cohecho Activo, por pagos al presidente de la 
Comisión para obtener información de las evaluaciones y pagar además por obtener 
la acreditación, teniendo un costo de cuatro cuotas que varía de 10 a 15 millones de 
pesos cada una emitidos para don Luis Díaz Corbalán, además de 15 a 45 millones de 
pesos dependiendo de los años que a cada universidad le dieran de acreditación. Por 
obtener la acreditación dichas universidades por concepto de crédito aval recibieron 
en el año 2011 más de 2 mil millones de pesos y al año siguiente la suma subió, en el 
caso de la Universidad del Mar a más de 4 mil millones y la Universidad Pedro de 
Valdivia llego la suma a más de 5 mil millones de pesos. 
Todas estas transacciones don Luis Díaz las ocultaba bajo una sociedad aparente 
(sociedad de Gestión. Ltda.), ocultando así las grandes cantidades de dinero y los  
movimientos injustificados de éstos.  Además de la comisión delictiva que realizaba, 
solicitó la contratación de familiares por parte de las universidades con el objeto de 
optimizar la labor delictiva y beneficiando con remuneraciones a sus familiares y no 
personas externas. 
Lo anterior señalado es lo dispuesto en la audiencia de formalización de la 









Cabe señalar que este caso no se encuentra establecido por la Unidad de Análisis 
Financiero, puesto que esa información es de reserva por estar aún en proceso 






































A la luz de lo observado en la presente investigación se han identificado 
diversos factores que influyen en la comisión del delito de lavado de activos. Factores 
que lo facilitan, lo promueven, lo incentivan y en general van dificultando el control 
de estas actividades. Sin embargo, el escenario tal como se muestra no es del todo 
negativo, puesto que también se encontraron factores protectores que ayudan en la 
disminución, prevención y fortalecimiento de un sistema más efectivo al momento de 
fiscalizar estas malas praxis y de resolverlos. Es dentro de estos últimos factores que 
se encuentran algunos ejemplos e indicios de lo beneficioso que resultaría penalizar 
de manera directa y concreta a la persona jurídica involucrada en dichos ilícitos y a su 
vez son estos factores que permiten contemplar la posibilidad de establecer un 
sistema único y exhaustivamente delimitado que pudiese, junto con penalizar a la 
persona jurídica hacerlo con las respectivas personas naturales. De manera que esto 
no suponga una división en el ejercicio del control y del castigo de las praxis en 
cuestión.  
A modo de ir definiendo los factores de los cuales se ha hecho referencia. Se 
comenzará por describir algunos de los factores negativos que vulneran la economía 
chilena y a su vez la economía mundial.  
- Se ha observado que el lavado de dinero, es un fenómeno que afecta mundialmente 
y que a propósito de esto se permite a los delincuentes legitimar sus ganancias 
procedentes de actividades ilegales; y no siendo poco el dinero que se mueve es este 
mismo que sirve también para que se siga invirtiendo en actividades ilícitas. 
Formando de esta manera grandes círculos viciosos, con gran cantidad de gente y 
personas con poder que mantienen estos sistemas. Y son difíciles de controlar.  
- Es por esto que distintos países representantes de su seguridad económica han 
impulsado y se coordinan hoy en día a través de mecanismos internacionales para 
prevenir que aquellos círculos sean cada vez más grandes. Sin embargo, uno de los 
factores negativos en este sentido, es la diferencia de políticas públicas, económicas e 








creencias y de lenguaje que complejizan aún más la coordinación de los distintos 
países en beneficio del control y de la prevención de este delito.  
- A nivel nacional se ve que en la legislación las penas no son muy severas y que a 
través del lento proceso, la dificultad en los medios de prueba, las grandes cantidades 
de dinero que se maneja por este tipo de delitos y los beneficios penitenciarios de los 
reos que en ocasiones si es que se logra condenarlos a penas privativas de libertad, 
pueden salir muy pronto de la cárcel y seguir realizando estas actividades.  Esto da 
pie a la disminución de la fuerza penal que tiene la ley, ya sea aplicada a través de 
UAF o del ministerio público.  
- Lo anterior genera una especie de recelo y desconfianza de parte de los que sí 
cumplen con la ley. Sintiéndose en desventaja y pudiendo caer en el mismo tipo de 
conductas, evaluando aquellos “vacíos legales” para poder sacar más ventajas y no 
sentirse en situación de desigualdad.  
- Otro de los factores que pueden no ser positivos es el hecho del escaso interés 
público que provoca este tipo de delitos, ya que al no tener una repercusión directa 
en las personas (como víctimas de estos actos delictivos). No genera la misma alarma 
pública que delitos considerados más graves como por ejemplo robo, asesinato, etc. 
Que además de ser bastante estudiados y legislados, son más condenados a nivel 
social. 
 La reflexión entonces sería que a partir de esto no hay muchos cambios 
entorno a la legislación de estos delitos, ni tampoco grande estudios a nivel 
académico, lo cual se refleja también a nivel social, puesto que se enjuicia o etiqueta 
más a un “ladrón” que a una persona involucrada en el narcotráfico. Independiente 
de que quizás aquel relacionado con el tráfico de drogas haya dañado además de la 
economía, a miles de familias.  
 
Dentro de los factores positivos observados se encuentran los siguientes:  
- Uno de los aspectos a destacar y sobre todo en el caso de Chile es el buen 








encargada de fiscalizar estos delitos (UAF). Además de que el país cuenta con una 
política económica y de mercado que hace posible y genera una adecuada 
coordinación con otros países para el control y prevención de estos delitos.   
- Al evaluar la posibilidad de penalizar a la persona jurídica se concluye que el poder 
realizarlo de manera concreta y establecida es un factor sumamente positivo en la 
medida que al considerarla como una persona natural se le otorga una 
responsabilidad que de acuerdo a los siguientes planteamientos, beneficiaría al 
conjunto social. (Obviando el tema, lógicamente de la privacidad de libertad). Esta 
consideración se respalda en la Teoría de Personalidad Real, en la que se sustenta esta 
investigación. Dicha teoría como se señaló desde un principio, postula que las 
personas jurídicas tienen voluntad propia que es distinta a la voluntad de los 
miembros que la componen, y que es esa voluntad la necesaria para admitir su 
realidad, siendo penalmente responsables. Es en base a esta premisa que se sigue una 
línea a favor de que tanto las persona naturales como las jurídicas sean penalmente 
responsables.  
Como es sabido el todo es más que la suma de las partes y en este sentido no 
es lo mismo que una o varias personas naturales se responsabilicen con por ejemplo 
penas carcelarias. A que un ente global y completamente responsable, en el caso de 
que así se comprobara, se responsabilice de las consecuencias, la magnitud y el 
alcance que como globalidad sus actos tienen.   
De esta manera una de las conclusiones y por ende propuestas que más se 
destaca de la presente investigación es, además del hecho de que al ser la persona 
jurídica penalmente responsables se le puedan requisar los bienes o dineros 
adquiridos, junto con por ejemplo establecer una condena que prohíba por una 
determinada cantidad de tiempo que aquellas personas naturales a cargo de esta 
persona jurídica, puedan darle vida nuevamente.   
Más importante entonces que lo anterior para esta investigación es el hecho 
de que al considerar penalmente responsable a la persona jurídica se implica un 
proceso (como implica en la actualidad para las personas naturales que delinquen e 
infringen daño a las victimas)sumamente relevante que daría la posibilidad de reparar 








Este hecho es de gran importancia si se considera que el mayor número de 
casos de lavado de dinero es por narcotráfico, puesto que si bien existen políticas que 
destinan ciertos recursos económicos obtenidos en estas malas praxis a programas de 
prevención del consumo de droga o de seguridad, etc. La mejor forma de reparar el 
daño en la enorme cantidad de víctimas del tráfico de drogas, es poder establecer 
unos programas de tratamiento y de reinserción adecuados a estas personas y sus 
familias.  
 
Finamente mencionar que en la actualidad la UAF es una unidad que 
impresiona con buen funcionamiento, no por esto sin poder mejorar y desarrollar 
estrategias más efectivas. Hoy en día corresponde a un intermediario entre el sistema 
financiero y el sistema penal cumpliendo así con dos líneas claras en sus funciones, 
pero que a su vez es un proceso que dilata los procedimientos judiciales, se limita 
sólo a la fiscalización. Convirtiendo todo el proceso en un espacio en el que el 
tiempo, la influencia de personas con poder, la dificultad en el establecimientos de 
límites claros en cuanto a las sanciones, la falta de una ley particular a cada caso, etc. 
Da pie para burocratizar, complejizar y debilitar una adecuada, óptima y rápida 
resolución de los casos. De esta manera nos encontramos con que sujetos tarden en 
responder por fraudes, malversación de dinero, tráfico de drogas, etc. Lo cual daña a 
miles de personas. Mientras que por otro lado hay sujetos que por hurto o un simple 
robo en un supermercado van de inmediato a un procedimiento claro y expedito y 
que puede terminar en la cárcel. Frente a esto no es sorpresivo que dichos 
establecimientos se encuentren con miles de sujetos ejemplificadores de este último 
caso, pero casi nadie respondiendo por delitos de lavados de activos, que como se ha 
visto en esta tesis genera graves problemas en la economía y en la sociedad. Y la idea 
no es desprestigiar un sistema en base al otro, es sólo incentivar la reflexión en 
cuanto a lo positivo que sería la creación de un organismo a cargo de todo el 
proceso. De manera de dar celeridad a estos, de establecer sanciones claras bien 
delimitadas que no estén en función del contexto, que genere responsabilidad penal 
tanto en las personas naturales como en las jurídicas y que por ende promueva 
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